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PRESENTACIÓN

Una característica de la descentralización
peruana es el establecimiento de mecanismos
de participación de la sociedad civil en la for-
mulación y elaboración del plan concertado
de desarrollo y el presupuesto participativo
en los gobiernos subnacionales, tanto regio-
nales como locales. Se trata de un aspecto cla-
ve de esta reforma estatal, por cuanto institu-
cionaliza legalmente lo que venía llevándose
a cabo en múltiples municipalidades desde
inicios de la década de 1990. Casos como
Limatambo, Aquira (Cusco); Cajamarca,
San Marcos, La Encañada, Cajabamba
(Cajamarca); Ilo (Moquegua), Morropón, San-
to Domingo, Chulucanas (Piura); Villa El Sal-
vador, Yauyos (Lima); Huanta (Ayacucho);
Caylloma y la Unión (Arequipa); Picota (San
Martín), y muchos otros, utilizando mecanis-
mos como las mesas de concertación o for-
mas similares, demostraron que la participa-
ción ciudadana en la formulación del presu-
puesto público no era una utopía, sino una
posibilidad real (y realista) y un instrumento
clave para el desarrollo local sostenible.

En los gobiernos locales, estas experien-
cias fueron la culminación de un amplio y
multiforme proceso de participación ciuda-
dana en la gestión municipal que arranca con
la reforma municipal de 1980. En efecto,
múltiples gobiernos locales asumieron, en
acuerdo con las organizaciones de la socie-
dad civil, diversas formas y mecanismos
institucionales que permitieron avances
sustantivos en incrementar la participación
política de los ciudadanos y sus organizacio-
nes, así como en la gobernabilidad local. En

este contexto, las experiencias locales fueron
capaces de superar los límites estrechos de la
legislación y avanzar más allá, creando ins-
tancias y mecanismos que, adaptándose a las
características particulares de cada zona, sen-
taron las bases de futuros avances políticos y
legislativos. Esta tendencia tuvo un fuerte
impulso en el gobierno de transición con
las experiencias piloto de presupuesto
participativo a través de las Mesas de
Concertación de Lucha contra la Pobreza.

Al establecer la descentralización la obli-
gatoriedad de los presupuestos participativos
y planes concertados en los gobiernos
subnacionales y la constitución de los Conse-
jos de Coordinación Regional (CCR), se dio
un importante paso en la generalización de
esta experiencia democrática. Tratándose de
un modelo nuevo en el país, no fue casual que
se identificaran en la concepción del mismo
una serie de problemas que lo limitaban. A
ello se sumó la distorsión introducida por la
metodología de formulación planteada en el
reglamento de la Ley Marco de Presupuesto
Participativo y el Instructivo del Ministerio de
Economía y Finanzas (MEF) que devaluaba
el rol de los CCR, equiparándolo al proceso
de agentes participantes. Problemas de otro
orden se encontraron con la resistencia de las
autoridades regionales y locales a la partici-
pación, previsible en el contexto de transición,
y de crisis de representatividad política y so-
cial que dejó como secuela al autoritarismo
fujimorista. Finalmente, otro tipo de proble-
mas tienen que ver con los montos en juego
en el presupuesto participativo de cara a las
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necesidades y expectativas de la ciudadanía,
y la pérdida de interés de los representantes
de la sociedad civil y los alcaldes, como con-
secuencia de lo anterior.

Lo importante, sin embargo, es que
arrancada la descentralización, la partici-
pación ciudadana en estos temas ha sido
institucionalizada y se ha convertido en un
derecho ciudadano. En esa perspectiva, es
responsabilidad de las instituciones hacer
un seguimiento cuidadoso de los avatares
de la experiencia participativa y especial-
mente del CCR, de manera que puedan dar
cuenta del proceso y su articulación al pro-
ceso descentralista en su conjunto, identifi-
car los problemas y logros principales, así
como las lecciones aprendidas (y por apren-
der), plantear correctivos y modificaciones
legales y de política (a nivel nacional, re-
gional y local), y sobre todo, desarrollar
nuestras capacidades para orientar  la ac-
ción de las organizaciones de sociedad civil
con las que trabajamos.

El Grupo Propuesta Ciudadana, en el
marco del Proyecto Participa Perú, se ha pro-
puesto realizar un seguimiento permanente
del proceso de los CCR, los presupuestos
participativos y los planes concertados, con
el fin de poder aportar decisivamente a su for-
talecimiento institucional, social y político, así
como para incrementar su capacidad de in-
tervención en el mismo, desde la sociedad ci-
vil. En esa lógica, en años anteriores se elabo-
raron, informes de sistematización de las ex-
periencias del 2002 y el 2003 que han sido
contribuciones significativas al debate.

Esta publicación presenta dos de los in-
formes de sistematización del proceso desa-
rrollado en el 2004. Carlos Leyton trabaja
un texto de análisis y balance sobre cinco
casos de planes concertados de desarrollo:
Cusco, Huancavelica, Piura, Puno y San
Martín. Y José López Ricci analiza algunas
características claves del proceso (conforma-
ción de los agentes participantes, equipos
técnicos y agenda de actividades del proce-
so) a nivel nacional, a partir de la informa-
ción consignada en el portal de transparen-
cia del MEF.

El trabajo de Leyton aporta elementos pro-
blemáticos que ya habían sido identificados en
las evaluaciones anteriores. Un paquete de te-
mas tienen que ver con el carácter de los pla-
nes. Entre ellos, la escasa conciencia de la di-
mensión territorial en los planes, en la medida
en que se limitan a los espacios departamenta-
les, lo que revela la precaria articulación a las
vocaciones productivas regionales, corredores
económicos y cadenas productivas; la confu-
sión entre lo prospectivo y lo reivindicativo, que
conduce a una fragmentación y a una excesi-
va sectorialización; la diferencia entre los pro-
yectos incorporados y las prioridades estable-
cidas; el excesivo énfasis en alcanzar el pro-
ducto (como requisito del proceso) en desme-
dro del proceso que es lo verdaderamente im-
portante; y la fragmentación del sistema
institucional de soporte al proceso.

Otro grupo de comentarios están rela-
cionados con las características del proceso
y tienen que ver con el desempeño de los
miembros de los CCR (alcaldes provinciales
y sociedad civil), entre ellos, el escaso interés
de los alcaldes en participar (a menudo, es-
peranzados en negociaciones fuera del pro-
ceso para acceder a recursos); el bajo interés
de los representantes de la sociedad civil, de-
bido a los escasos recursos en juego y la pos-
tergación a que se ven sometidos por el pro-
ceso paralelo a través de los agentes partici-
pantes que han llevado a una relativa debi-
lidad de las propuestas; el paralelismo y la
superposición de los procesos de planea-
miento y programación presupuestal y otros.
Por otro lado, se constata el bajo nivel de
participación de actores clave como el sec-
tor empresarial, especialmente pequeños y
medianos. En otro registro, resalta la restric-
ción a los planes y recursos de los gobiernos
regionales, y no del gobierno en su conjunto
y del sector privado. Y finalmente, la cons-
tatación de la ausencia de temas centrales
como son: competitividad, capital humano,
medio ambiente y gobernabilidad. A pesar
de ello, es claro que la apuesta es  por la ne-
cesidad de fortalecer los mecanismos y el
proceso, a través de instrumentos como la
modificación legal, los ajustes que puedan
introducir los gobiernos subnacionales y el
fortalecimiento de la sociedad civil.
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El texto de López Ricci analiza un aspecto
novedoso del proceso: los participantes en los
procesos de planeamiento concertado y presu-
puestos participativos. Ello es posible debido a
que el Ministerio de Economía y Finanzas in-
trodujo en el 2004 un mecanismo de informa-
ción de los procesos alimentado por los propios
gobiernos regionales, a través de un aplicativo
informático, lo que es un importante aporte a la
transparencia de los procesos participativos. No
obstante la importancia de la iniciativa, señala
López Ricci, la experiencia no estuvo exenta de
problemas diversos que dificultaron el análisis.
A pesar de las limitaciones, se ha emprendido
un primer esfuerzo de sistematización que apor-
ta importantes datos y constataciones.

Una primera aproximación es «quiénes
son los agentes participantes». Se constata lo
que llama un «empate técnico» entre los par-
ticipantes del sector público y el sector priva-
do; y en esa perspectiva, el peso de las repre-
sentaciones del sector público nacional, regio-
nal y local. En el campo de la sociedad civil se
analiza la diferencial representación de las di-
versas organizaciones e instituciones, en la que
es pertinente relevar el peso de las organiza-
ciones económicas, organizaciones vecinales,
organizaciones sociales de base y ONG. Por
otro lado, el análisis de la distribución por
género constata la persistencia de una mayo-
ría de hombres sobre mujeres, lo que plantea
el desafío de incrementar la participación de
éstas en procesos tan cruciales como los pre-
supuestos y los planes de desarrollo.

El autor evalúa también la composición
de los equipos técnicos resaltando la dramá-
tica predominancia del sector público. Ello
llama la atención respecto a la necesidad de
que estos equipos —que tienen un rol crucial
en el proceso— se complementen con repre-
sentantes del sector privado. El texto termi-
na haciendo una evaluación de la agenda
del proceso sobre la base de la información
que, lamentablemente, no es homogénea ni
coherente como para permitir un análisis más
certero del proceso. Las conclusiones se re-
fieren a los aspectos sustantivos que se deri-
van del análisis de la información, y espe-
cialmente a la necesidad de replantear la
calidad de la fuente, es decir, el aplicativo
informático y la información consignada. Se
espera que el MEF, dado lo positivo de su
iniciativa y la importancia del instrumento,
recoja los aportes y mejore los mecanismos
generados.

Esta publicación —y otras que se vienen
produciendo— tienen el propósito de contri-
buir a orientar a los actores públicos y priva-
dos de los procesos participativos, y de apor-
tar sugerencias e iniciativas legislativas y de
política que permitan mejorar la calidad de
la participación de la sociedad civil en la des-
centralización. El Grupo Propuesta Ciudada-
na quiere reiterar su compromiso de seguir
contribuyendo en este proceso a través de los
medios a su alcance para consolidar y afian-
zar la participación ciudadana en la descen-
tralización.

Luis Chirinos
Director

Proyecto Participa Perú
Grupo Propuesta Ciudadana
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La planificación estratégica como
instrumento de gestión pública:

un balance de cinco casos regionales

CENTRO DE ESTUDIOS PARA EL DESARROLLO REGIONAL-CEDER

CARLOS LEYTON MUÑOZ
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INTRODUCCIÓN*

El proceso de descentralización iniciado en el
país, las expectativas creadas por los discur-
sos políticos acerca de la modernización de
la sociedad peruana y las deficiencias en la
gestión pública —tanto por la superposición
de competencias como por la inexistencia de
entes estatales en los ámbitos más alejados de
la capital de la república— hacen cada vez
más evidente la necesidad de llevar adelante
una de las más importantes reformas que pre-
cisa el país: la del Poder Ejecutivo, más cono-
cida como la reforma del estado. Es decir, un
cambio que permitirá determinar el papel que
éste debe asumir, así como las competencias
de cada nivel de gobierno y de las institucio-
nes que lo conforman.

La reforma del estado, para convertirlo
en una instancia moderna de gestión del de-
sarrollo, debe establecer los instrumentos que
harán viable el cumplimiento de estos objeti-
vos. De igual manera, cómo posibilitar, a par-
tir de estos mecanismos, la participación de-
mocrática de la población y las alianzas es-
tratégicas público-privadas para consolidar
procesos de desarrollo de mercado y de arti-
culación económica regionales y nacionales.

Ante esta gran tarea se incrementa la exi-
gencia de contar con un sistema de planifica-
ción y presupuesto que facilite este proceso,
en el sentido de promover el debate sobre las
características de los problemas a enfrentar y
las opciones viables. Para ello se requiere la

construcción de espacios democráticos y
participativos que tiendan a la inclusión, fren-
te a la exclusión social que ha caracterizado
a nuestra sociedad durante los últimos años.

Desde esta perspectiva, el proceso pasa
por una serie de determinaciones que deben
promover la construcción de un modelo de
desarrollo con amplio consenso social, asunto
no sólo de carácter técnico e instrumental
sino eminentemente político, ya que los pro-
blemas a enfrentar para salir del subdesa-
rrollo obedecen sobre todo a esta esfera de
acción.

La iniciativa de retomar la planificación
estratégica como un instrumento de gerencia
pública no debe quedar exclusivamente como
la posibilidad de contar con una herramienta
técnica para formular un plan, ya que esto
impediría adquirir una visión sistémica y pro-
cesal para la aplicación de las políticas de
desarrollo nacional, regional y local. Lo que
se debe fortalecer es el proceso que involucra
la ejecución y la evaluación de los planes.

Estando en las etapas iniciales de la
refundación de un sistema de planificación y
presupuesto, es importante revisar las expe-
riencias previas; y, a partir de lo ejecutado,
promover opciones que contribuyan a conso-
lidar este modelo de participación en la ges-
tión pública. Con ello también se estará for-
taleciendo la democracia en el país.

* El presente informe se centra en el análisis del proceso participativo, el plan de desarrollo concertado y la programación
presupuestal de cinco regiones: Cusco, Puno, Huancavelica, Piura y San Martín.
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La planificación: una mirada hacia atrás

El desarrollo, una preocupación constante en
la agenda latinoamericana, se ha traducido
en la búsqueda permanente de la superación
de las condiciones de atraso y pobreza que
caracterizan a sociedades como las nuestras.
A través del tiempo han sido diversas las ini-
ciativas aplicadas y distintos los grados de
éxito alcanzados. Tales iniciativas han esta-
do orientadas por modelos de desarrollo con
predominio del estado como asignador de
recursos, en algunos casos; y en otros, con esta
función cumplida por el mercado.

En este contexto, y en especial entre las
décadas de 1960 y 1970, la discusión sobre
las características del desarrollo estuvo im-
pregnada de un marcado tinte ideológico, ya
que no había consenso sobre la conceptuali-
zación del mismo. Para unos significaba cre-
cimiento económico; para otros, transforma-
ciones profundas y radicales en las estructu-
ras socioeconómicas propias de cada realidad.

El concepto inicial fue evolucionando. A
la idea inicial del crecimiento sostenido del
ingreso real por habitante (bienestar) fueron
agregándose elementos sociales y ambienta-
les que le daban un carácter más cualitativo.
Se estableció de esta manera que el objetivo
final del proceso de desarrollo es lograr la
dignificación del ser humano y de sus condi-
ciones de vida, lo que no sólo significa mejo-
rar la calidad y cobertura de los servicios bá-
sicos sino también ampliar las posibilidades
de participación política a través de la demo-
cracia y del ejercicio de los derechos ciuda-
danos.

En esta búsqueda por superar las gran-
des disparidades sociales y los problemas ge-
nerados por los desiguales niveles de desarro-
llo, se consideró que el instrumento que
viabilizaría los cambios necesarios sería la pla-
nificación, entendida ésta como el «proceso
que pretende racionalizar y regular —parcial
o totalmente— la organización del esfuerzo
de una sociedad por lograr sus objetivos de
desarrollo económico y social».1

Para lograr dicho cometido era preciso
cubrir por lo menos dos grandes requisitos:
en primer lugar, haber definido un modelo
de desarrollo; y en segundo lugar, una estruc-
tura de gestión estatal que permitiera el cum-
plimiento de los objetivos derivados del mo-
delo elegido.

Queda claro que en ese momento —y de-
bido a diversas influencias— el modelo pre-
dominante daba prioridad al papel del esta-
do como agente que promovía y desarrollaba
la inversión. Su intervención, manifestada a
través de la planificación, se concebía como
la instrumentación técnica de un modelo po-
lítico que, en teoría, emergía de la realidad de
cada país. Esto significaba que sin una defi-
nición en tal sentido, la planificación no po-
día transformarse en un instrumento eficaz
para llevar adelante los cambios requeridos.

Desde esta perspectiva, no era sólo un
proceso técnico sino también político, e incluso
predominantemente político. Aquí radica el
origen de la crisis de la planificación, princi-
palmente determinada por la ruptura entre
estos dos niveles: el político y el técnico.

El modelo de planificación denominado
normativo —el que se aplicó en la mayoría de
países de la región— estaba conceptual y
metodológicamente vinculado a experiencias
propias de países con economías centralmen-
te planificadas (socialistas), en condiciones
sociopolíticas muy diferentes a las de los paí-
ses latinoamericanos, sobre todo en lo refe-
rente a las formas de propiedad y la organi-
zación de la producción, así como a la apro-
piación y distribución de los beneficios gene-
rados por ésta.

El modelo predominante en los países de
América Latina era el de economías mixtas.
Por esta razón, la planificación asumía dos
formas: normativa —y por lo tanto obligato-
ria— para el sector público e indicativa para
el sector privado.

La planificación se basaba en el principio
de «armonización» desarrollado por la escue-

1 Jan TIMBERGEN: Planificación central, Madrid, Aguilar, 1968.
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la francesa: tanto el sector público como los
empresarios y los trabajadores establecían
acuerdos para alcanzar ciertos objetivos de
desarrollo obligatorios para cada actor
involucrado, mientras que aquellas metas
planteadas por el estado que no generaban
consenso asumían la condición de referen-
ciales. Esta iniciativa dio origen posteriormen-
te a la idea de concertación en el proceso de
planificación del desarrollo.

Las posibilidades de éxito podían
ampliarse al contar con acuerdos previos que
pretendían establecer, en el largo plazo, con-
diciones de crecimiento económico y mejora-
miento del ingreso. Esta visión no contempla-
ba las características contingentes de los pro-
cesos socioeconómicos y políticos latinoame-
ricanos. Resultó necesario, por ello, estable-
cer mecanismos de corto plazo que permitie-
ran enfrentar tales contingencias, los mismos
que cobraron mayor importancia que la pro-
pia planificación, haciendo que los postula-
dos de largo plazo quedasen como enuncia-
dos teóricos. El descrédito de la planificación
se acrecentó en la medida en que las brechas
del desarrollo se hacían mayores y los niveles
de pobreza se incrementaban.

Otro elemento que hizo que la situación
fuese aún más precaria se relaciona con la
concepción práctica de la planificación, pues
ésta requería especialistas que desarrollasen
la función planificadora. Es decir, profesio-
nales especializados para tal fin y, consecuen-
temente, un órgano, instancia o institución
encargada oficialmente de la elaboración de
los planes, ya que el estado era responsable
de dicha función. Imposible pensar que tal
tarea la desarrollaran otras instituciones, y
menos aún las de la sociedad civil.

Empero, el divorcio entre el planificador
y el ejecutor —expresado en que el plan esta-
blecía un conjunto de metas y objetivos que
debían ser alcanzados por el sector privado
aunque éste no había participado en su de-
terminación— no permitía establecer los me-
canismos más adecuados para lograr políti-
cas efectivas que ayudasen a superar los mar-
cados niveles de subdesarrollo. Las limitacio-
nes presupuestales y las debilidades para ge-
nerar más recursos hicieron que la gestión

pública resultara más ineficiente; y los recur-
sos públicos, cada vez más escasos para aten-
der el incremento de la demanda de empleo
y de atención de servicios básicos.

Con la finalidad de solucionar las caren-
cias generadas por los desniveles de desarro-
llo y por la limitada presencia del estado, en
Latinoamérica se promovieron diversas for-
mas de intervención en el territorio. Se forta-
leció la planificación regional, considerada
una opción que permitiría reforzar procesos
sectoriales o territoriales en espacios menores
que el nacional y, con ello, superar los
desequilibrios del desarrollo y los procesos de
centralización existentes.

Frente a las debilidades estatales y a la
necesidad de fortalecer los procesos democrá-
ticos, se optó por buscar mecanismos que
involucraran a los diversos actores sociales y
económicos en la construcción de alternati-
vas de desarrollo, con la premisa de que la
participación era un proceso político y de con-
solidación de la democracia. Así lo señaló
Osvaldo Hurtado al inaugurar el Seminario
Internacional sobre Participación Social en
América Latina (Quito, 19-21 de noviembre
de 1980):

La participación constituye un método y
un medio de profundización de la demo-
cracia y no un fin en sí misma. No se tra-
ta de participar por participar, sino para
hacer efectivos los cambios sociales, para
lograr el progreso de la comunidad, para
que se consideren las aspiraciones e inte-
reses populares y para crear un tejido so-
cial que permita la consolidación del sis-
tema democrático. Caso contrario, se co-
rre el riesgo de caer en cierta forma de
espontaneísmo social, negativa para los
propios sectores populares que se quería
promover.

Es relevante la parte final de la cita pues
hace alusión a cómo se utilizó la participación
desde los gobiernos, siendo el «clientelaje» su
expresión política, que buscaba generar la
dependencia de los sectores populares respec-
to a determinados programas sociales que
«arrastraban» a la población tras los intere-
ses de los gobernantes de turno, situación que
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no ayudó a consolidar la democracia y me-
nos todavía a la construcción de ciudadanía.

Al no coincidir las propuestas de las ins-
tancias de planificación con la aplicación de
definiciones claras referentes a los cambios
estructurales, dichas propuestas quedaron li-
mitadas a los ámbitos técnico e intelectual.
Parecía entonces que la planificación acaba-
ba en la elaboración del «plan libro» y no
implicaba un proceso que iba más allá de la
formulación, referido a la ejecución y evalua-
ción de lo propuesto; es decir, no se convertía
en un instrumento de orientación de un pro-
ceso mayor para gestionar el desarrollo.

La década de 1980 fue decisiva para la
planificación. La influencia de las ideas
neoliberales, encausadas por los programas
de ajuste estructural y orientados por el Con-
senso de Washington, marcó el fin del para-
digma clásico. Con ello, su influencia fue de-
clinando paulatinamente hasta que en algu-
nos países fue considerada innecesaria.

Los avances de la planificación se dieron
en las tareas de diagnóstico y proyecciones
globales, en algunos programas sectoriales y
proyectos específicos. Empero, en general, no
fue significativa su capacidad de influir en la
política a corto plazo; es decir, en el manejo
de la coyuntura y la emergencia, ámbitos en
los que predominó la política económica, a
través de los planes operativos y de la coordi-
nación interinstitucional.

El cambio de paradigma: la planificación
estratégica

Según el Instituto Latinoamericano de Plani-
ficación Económica y Social, ILPES,

El planeamiento estratégico es el común
denominador en los procesos de moder-
nización del estado. Es un componente
de la gestión pública considerado esen-
cial para garantizar la continuidad de las
transformaciones económicas y sociales
como también para dar sustentabilidad
al desarrollo. Define prioridades como

criterio ordenador en la toma de decisio-
nes, como también en el diseño, elabora-
ción, implementación y control de políti-
cas públicas y por tanto, permite a los
tomadores de decisiones, actuar eficaz-
mente en función de las oportunidades
actuales y futuras que ofrece el entorno.
Promueve la congruencia y sinergia en-
tre las áreas de la organización y permite
establecer prioridades de operación e in-
versión, ayudando a identificar los pro-
blemas y sus causas y a tomar acciones
correctivas de manera oportuna. Se de-
sarrolla en un marco de consistencia y re-
troalimentación entre las acciones de cor-
to y mediano plazo y visualiza el futuro
bajo una perspectiva integral.2

 Esta concepción de la planificación se ale-
ja de manera sustantiva de la idea de que la
planificación tiene como objetivo la elabora-
ción de un documento-plan. La considera,
más bien, un proceso que involucra a dife-
rentes actores, cuyo desarrollo no requiere de
una formación profesional especializada sino
del compromiso de las instituciones económi-
cas y sociales para fortalecer las condiciones
de participación. Desde esta perspectiva,
constituye un instrumento de gestión pública
e imprime un sentido moderno y democráti-
co al ejercicio de poder.

La consolidación de este estilo de gestión
pública tiende a fortalecer las instituciones y
en especial las políticas de estado. Por ello,
este nuevo paradigma de la planificación ha
sido implementado en los países de América
Latina con el aporte de los organismos inter-
nacionales.

Fernando Sánchez Albavera señala que:

El principal problema que surge de la ges-
tión pública radica en la determinación
de los ámbitos de planeamiento estraté-
gico, o de la acción racional y los de la
improvisación y la discrecionalidad, que
obviamente no tienen claros parámetros
de información y conocimiento que orien-
tan la acción y menos de evaluación de

2 ILPES: Las funciones básicas de la planificación, serie Cuadernos del ILPES 46, Santiago de Chile, ILPES, 2000.
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resultados. Sin embargo, no todo puede
ser planificado, la descentralización y la
libre iniciativa privada son fundamenta-
les para garantizar la vigencia efectiva de
una «Economía Social de Mercado».3

Este comentario refuerza el sentido de
instrumento de gestión pero que requiere de
información tanto del sector público como del
privado, y especialmente que este último se
involucre en los objetivos de desarrollo plan-
teados por el nivel de gobierno pertinente. La
participación —y sobre todo la legitimidad de
los representantes— resulta básica para esta-
blecer una adecuada relación entre los inte-
reses públicos y los intereses privados.

La planificación en el Perú

En el Perú, la experiencia muestra que las
propuestas políticas han pasado de un mo-
delo de desarrollo a otro con singular facili-
dad. De la propuesta estatista de Juan Velasco
Alvarado, que buscaba una sociedad de par-
ticipación plena con la acción principal del
estado en la conducción del proceso de desa-
rrollo, cumpliendo un papel regulador del
mercado y del logro de objetivos sociales, se
pasa a propuestas liberales a través de las
cuales se busca que el mercado sea el princi-
pal asignador de los recursos bajo condicio-
nes de un libre juego de oferta y demanda
para la obtención de bienes y de servicios,
mientras que el estado cumple una función
subsidiaria a los más pobres.

En el primer caso, el estado era el princi-
pal inversor y empleador. Hacía uso de la pla-
nificación como elemento de organización del
proceso mediante la aplicación de los planes
Inca y Túpac Amaru, concebidos como
orientadores generales del desarrollo del país.
Como correlato se elaboró el primer Plan
Quinquenal 1971-1975, que estableció las es-
trategias de mediano y corto plazo para cada
sector y para las grandes regiones: Norte,
Centro, Sur y Oriente.

Por otro lado, con la idea de fortalecer la
participación de la población a través del Sis-
tema Nacional de Movilización Social
(Sinamos), se pretendió desarrollar un meca-
nismo de planificación de base que se susten-
taba en propiciar que los dirigentes comuna-
les establecieran las prioridades de inversión
en el ámbito local. Esta experiencia fue des-
legitimada por varios argumentos; entre otros,
que el modelo suponía una subordinación de
las organizaciones sociales y económicas al
estado y en especial al Sinamos. Además, se
generó cierto enfrentamiento entre una ins-
tancia de sesgo eminentemente político, como
era el Sinamos, y el Instituto Nacional de Pla-
nificación (INP), que representaba a la tecno-
cracia del gobierno. Sin embargo, a pesar de
las divergencias, durante este periodo surgie-
ron algunas de las más importantes experien-
cias de participación social en el proceso de
desarrollo del país, como es el caso de Villa El
Salvador.

Posteriormente, la caída del gobierno mi-
litar y la apertura a un modelo de desarrollo
de corte liberal marcaron el ocaso de la pla-
nificación y el fortalecimiento del mercado
como asignador de recursos. En 1992 Alberto
Fujimori determinó la disolución del sistema
nacional de planificación, acabando con una
tradición que si bien en sus últimos años de
existencia no fue muy eficiente, generó avan-
ces teóricos y prácticos importantes, princi-
palmente en el ámbito del desarrollo local.

Las experiencias locales con marcados
procesos concertados y participativos alcan-
zaron determinadas características que po-
drían explicar su subsistencia incluso hasta
la actualidad: el compromiso y la voluntad
política de generar y llevar adelante un pro-
ceso de transformación social en el ámbito
local (piénsese en Villa El Salvador e Ilo); el
desarrollo de una visión estratégica para el
desarrollo de la localidad; y el hecho de que
el respectivo gobierno local permita la legiti-
mación de los representantes de las organi-

3 Fernando SÁNCHEZ ALBAVERA: Constitución política, acuerdo nacional y planeamiento estratégico en el Perú, serie Gestión
Pública, Santiago de Chile, ILPES, 2003.



1818181818
Cuadernos Descentralistas 14

zaciones sociales, logrando una confluencia
de intereses entre los actores sociales y los
políticos, de manera que ambos suman esfuer-
zos para conseguir los objetivos planteados.

Desde la perspectiva regional, el proceso
iniciado con el mandato constitucional de
1979 se fue desarrollando durante los gobier-
nos de Fernando Belaúnde y Alan García, en
medio de un debate del que participaron no
sólo los partidos políticos sino también insti-
tuciones y organizaciones de la sociedad. En
1989 se convocó a las elecciones regionales y
en 1990 se instalaron los nuevos gobiernos
regionales. Lo más interesante de este proce-
so son los importantes esfuerzos por consoli-
dar los planes de desarrollo regional y, a par-
tir de ello, por implementar políticas regiona-
les de desarrollo. Como es sabido, esta expe-
riencia no logró consolidarse: en 1992 fue
desactivada por el gobierno de Alberto
Fujimori.

Durante la década de 1990 hubo algunos
intentos de aplicar la metodología de la pla-
nificación estratégica en ciertos programas
estatales y proyectos. En general resultaba una
preocupación aislada y no la búsqueda de
constituir una nueva forma de gestión públi-
ca; menos aún el compromiso de conformar
un sistema de planificación.

La experiencia reciente

Con el gobierno de transición (2000-2002) y
después de casi diez años de fujimorismo, los
Consejos Transitorios Administración Regio-
nal (CTAR) —con el apoyo de la Mesa de
Concertación de Lucha Contra la Pobreza
(MCLCP)— iniciaron procesos de planifica-
ción estratégica para cada uno de sus ámbi-
tos. Para ello, debieron sortear varias limita-
ciones desarrolladas durante los años en que
no hubo planificación; entre las principales:
la reducida capacidad técnica de las oficinas
de planificación de los CTAR; la carencia de
información de ámbito departamental; la li-
mitada disposición para desplegar procesos
concertados entre el sector público y el priva-

do, al momento de elaborar los planes; y la
falta de iniciativa de los representantes de la
población para participar de manera activa
en estos procesos.

Con los gobiernos regionales, varias de
estas limitaciones se han ido superando. En
algunos casos incluso se ha logrado una di-
námica que posibilita la plasmación de una
propuesta de desarrollo que está buscando ser
legitimada por los actores sociales regionales,
como elemento que oriente la acción del sec-
tor público y el privado en el respectivo ám-
bito departamental.

Los planes concertados de desarrollo
regional

En el año 2002 el Ministerio de Economía y
Finanzas (MEF) inició una serie de acciones
para promover procesos participativos en la
elaboración de los presupuestos de las insti-
tuciones del sector público. Para ello aplicó
una operación piloto en materia de gastos de
inversión, buscando avanzar, a partir de ello,
en la generalización de una metodología que
debe permitir a la población, a través de sus
organizaciones, intervenir en la planificación
y evaluación de las inversiones que los diver-
sos niveles de gobierno efectúan en sus ámbi-
tos de influencia. Se propuso en este sentido
la elaboración de los llamados planes concer-
tados de desarrollo regional, para lo cual se di-
señó un proceso que permitía recoger —de
los diferentes agentes públicos y privados—
la información y las demandas para la for-
mulación de estos planes. Según informa
Eduardo O’Brien, «La Operación Piloto 2003
tuvo como propósito determinar los proyec-
tos en ejecución y nuevos que la sociedad re-
gional representada legítimamente a través de
la MCLCP, los alcaldes provinciales y demás
organizaciones de concertación, estimaron
conveniente priorizar para el año 2003 en sus
respectivos Planes de Desarrollo Departamen-
tales Concertado (PDDC)».4

Como parte de la operación piloto resul-
taron seleccionados nueve departamentos en

4 Eduardo O’BRIEN: Presupuestos participativos regionales: enfoques, consistencias y recomendaciones. VIII Foro Descentralista,
Lima, marzo del 2004.
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los cuales se aplicaría una metodología de
formulación de presupuesto que permitiría
someter a prueba el Sistema Nacional de In-
versión Pública. El MEF diseñó un instructi-
vo que establecía la metodología a seguir en
el proceso de determinación de los proyectos
que debía contener el programa de inversio-
nes de cada una de estas regiones, la misma
que se basaba en la participación de los agentes
involucrados. Así comenzó la implementación
de los presupuestos participativos.

En cuanto a los montos designados para
presupuestos participativos, en un principio se
fijaron cantidades según determinados crite-
rios del MEF. Más adelante, sin embargo, se
determinó que la asignación para inversiones
de cada gobierno regional se priorizara con
criterios participativos. Si bien éste es un avance
importante en materia de programación de
inversiones, hay diversos tipos de problemas,
desde la legitimidad de los agentes participan-
tes hasta los intereses individuales de las auto-
ridades para asignar el monto total del gasto
por inversión a los presupuestos participativos,
ya que piensan que les resta «manejo políti-
co». Desde la perspectiva técnica, los presu-
puestos participativos han sido ganados por
una visión de corte localista; cada agente ha
tratado de incorporar ideas o proyectos que
benefician a reducidos ámbitos de su departa-
mento —y por lo general de atención de servi-
cios básicos e infraestructura—, notándose la
falta de correspondencia entre la visión del plan
departamental y las inversiones realizadas.

En la actualidad se está reformulando el
instructivo preparado por el MEF en el año 2004.
La principal observación es que éste sólo hace
referencia al presupuesto participativo, aunque
en una sección se establece que se debe buscar
concordancia con los planes, y que son los go-
biernos locales y los regionales las entidades que
—según sus posibilidades— deben actualizar
los planes concertados de desarrollo.

La visión y el enfoque estratégico de los
planes concertados de desarrollo

Una de las primeras interrogantes del presente
análisis se refiere a qué se estaba consideran-
do como estratégico en la visión y el plan en
general; es decir, cuáles serían los elementos

que permitirían —en el mediano y largo pla-
zo— promover un cambio sustantivo que ayu-
daría a alcanzar las condiciones de desarro-
llo y bienestar para la población, así como las
articulaciones requeridas para conformar re-
giones con capacidades para competir en los
mercados globalizados de hoy, condiciones
que constituyen la aspiración que todo gobier-
no espera alcanzar al final de su gestión (ver
matriz 1).

Una primera constatación es que todas
las visiones plantean que se está planificando
para un territorio considerado como una re-
gión, sin haber cuestionado este supuesto a
partir de la actuación de los gobiernos regio-
nales en espacios en verdad departamenta-
les. Esto se reafirma al comprobar que gran
parte de los enunciados buscan reforzar las
condiciones internas, sin una clara determi-
nación para organizar espacios mayores. El
fortalecimiento de iniciativas interdeparta-
mentales, por ejemplo, está prácticamente
excluida de los documentos, a pesar de que
en los discursos políticos se ha hecho referen-
cia a estas iniciativas, expresadas en la crea-
ción de diversas juntas de coordinación
interregional como espacios de concertación
para ejecutar proyectos específicos de alcan-
ce mayor que el departamento, o para plan-
tear la posibilidad de crear una región con
varios departamentos, situación, esta última,
que hasta el momento no se ha producido.

Por otro lado, la concepción del desarro-
llo está asociada a determinados niveles de
modernidad que se expresan en la búsqueda
de crecimiento económico y de articulación
con los mercados internacionales. Todos los
departamentos tienen este tipo de componen-
te, siendo el elemento territorial el que permi-
te su identificación; más allá de esta condi-
ción, lo propuesto caería bien en cualquiera
de los departamentos en que está organizado
territorialmente el país.

Dicho en otras palabras, la identidad está
dada por el territorio y no por los elementos que
derivan de la visión o de las estrategias que co-
rresponderían en función de las características
o vocaciones productivas y de servicios. Es de-
cir, a partir de las actividades clave para el de-
sarrollo se establece la identidad para generar
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el consenso de los actores. Un caso específico es
el del Cusco y la actividad turística, que mues-
tra una clara tendencia al crecimiento pero que
en algún momento podría generar serios pro-
blemas por exceso de demanda.

 Esta situación es también producto de
que los planes regionales no tienen un refe-
rente nacional, un mapa de prioridades esta-
blecidas como país para el mediano plazo. Es
un hecho claro que durante el gobierno de
Alejandro Toledo no ha habido intención de
formular un plan de desarrollo nacional que
dé soporte a las decisiones que se deben to-
mar en los ámbitos nacional, regional y local.
Con esto se demuestra una gran debilidad: la
carencia de un modelo de desarrollo, por lo
que cada región queda a su libre albedrío para
definir roles y funciones tanto en su espacio
como en relación con el espacio nacional y,
concordante con ello, en la priorización de
sus inversiones.

A ello se debe agregar que los represen-
tantes de los partidos políticos no han enten-
dido que tienen una gran responsabilidad en
este proceso; al asumir los cargos para los
cuales fueron elegidos debían implementar lo
que proponían en sus discursos de campaña,
y no actuar como si fueran situaciones inde-
pendientes una de otra, tal como se ha veni-
do dando en la actualidad.

Desde el punto de vista teórico, el para-
digma predominante en el discurso es el del
desarrollo territorial. En la práctica, sin em-
bargo, tanto en la determinación de los ejes
estratégicos como, especialmente, en la ela-
boración del presupuesto, se nota un marca-
do sesgo sectorial que no supera las experien-
cias de los planes correspondientes a etapas
anteriores. No aparecen con claridad deter-
minaciones que fortalezcan los corredores
económicos, las cadenas productivas ni el
desarrollo de cuencas.

Respecto a lo que resultaría estratégico
para el desarrollo de los ámbitos regionales,
se desprende que esto corresponde al análisis
y la perspectiva de cada realidad, y a sus par-
ticulares procesos económicos, sociales y po-
líticos. En los planes, sin embargo, este análi-
sis se confunde con las aspiraciones y reivin-
dicaciones de los actores involucrados en el

proceso de planeamiento, que se recogen en
los documentos como parte de la visión, sin
que necesariamente constituyan un elemen-
to estratégico posible de alcanzar en el me-
diano plazo.

La propuesta de los ejes estratégicos como
elementos que deben coadyuvar a la mate-
rialización de la visión resulta interesante.
Empero, en algunos casos no cumplen con
esta finalidad; se trata sólo de una fragmen-
tación de la visión, o constituyen elementos
que se derivan de condiciones para alcanzar
un modelo de desarrollo. En algunos casos
estos ejes asumen el nivel de dimensiones:
económico-productivas, sociales e institu-
cionales (ver matriz 2).

Como puede constatarse, no hay un cri-
terio uniforme para entender qué se debe
considerar como eje estratégico. Para unos
parece ser una estrategia; para otros, una
definición o incluso un sector de la economía.
Esto dificulta el análisis y la determinación
de las prioridades en términos de acción y de
actores.

A partir de estos «ejes» se propone un
conjunto de objetivos de diversa dimensión,
algunos de ellos tan genéricos que resultan
imposibles de alcanzar en el mediano pla-
zo. Como consecuencia, existe un desbalan-
ce en el sentido de que en ciertos aspectos
las propuestas logran una mayor concre-
ción, mientras que en otros sólo expresan
un deseo que carece de acciones en las cua-
les materializarse.

Otra inconsistencia de los planes es que
la programación de las inversiones no refleja
las prioridades establecidas en la visión. Por
lo general son los sectores sociales —educa-
ción y salud— los que tienen un mayor gasto,
siguiéndoles el sector agricultura. La propor-
ción destinada por los gobiernos regionales a
la inversión productiva es mínima, ya que el
grueso el presupuesto es para pagar salarios
y pensiones (los datos consignados en el cua-
dro  1 refrendan esta afirmación).

Hay, pues, un marcado divorcio entre los
proyectos y las prioridades establecidas en los
planes, al punto que parecen ser productos
de lógicas diferentes. Y esto efectivamente
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puede ser así, ya que en última instancia la
potestad de determinar en qué invertir corres-
ponde al presidente regional —legitimado por
el Consejo Regional y el Consejo de Coordi-
nación Regional—, quien por lo común ten-
drá un claro interés por mantener en pie sus
ofertas electorales y su posible reelección. Así
pues, una parte de los fondos asignados para
inversión de los gobiernos regionales es
priorizada por fuera del espacio de concer-
tación y con criterios que no necesariamente
obedecen a las necesidades de la población.

En cuanto al año 2005, del total del pre-
supuesto destinado a cada departamento se
asignó al Gobierno Regional del Cusco el 59%;
al de Huancavelica, el 58%; al de Piura, el
60%; al de Puno, el 68%; y al de San Martín,
el 69%.

Teniendo en consideración los progra-
mas atendidos por los gobiernos regionales,
los montos asignados resultan destinados
principalmente a cubrir el funcionamiento
de actividades de educación, salud y previ-
sión. Para los otros programas quedan mon-
tos que en términos globales no llegan, en
promedio, al 30%.

Esta situación se hace más evidente cuan-
do se revisa la información sobre las funcio-
nes (parte final del cuadro), pues los porcen-
tajes para las actividades mencionadas (edu-
cación, salud y previsión social) concentran
para el Cusco el 89% de la inversión; Huanca-
velica, 77%, Piura 81%; Puno, 92%; y San
Martín, 85%. En los departamentos de
Huancavelica y San Martín, la asignación
para infraestructura de transportes es signi-
ficativa, pero inferior al 10% del total.

Tanto la Constitución como la Ley de Ba-
ses de Descentralización y la Ley Orgánica de
Municipalidades establecen las competencias
y funciones de los diversos niveles de gobierno
en el país. Sin embargo, a la hora de determi-
nar qué entidad y dónde se realizarán las in-
versiones, se nota una invasión de competen-
cias desde el nivel superior hacia el inferior.
La más importante es la que se presenta entre
los gobiernos locales y el regional; en muchos
casos, el presidente del gobierno regional se
desempeña como alcalde del departamento.

Al respecto debemos indicar que en los
instructivos elaborados por el MEF no se es-
tablece claramente cuáles son las acciones de
carácter regional y cuáles las locales. Por el
contrario, se autoriza que en circunstancias
en que la inversión, siendo local, pudiera te-
ner un impacto regional, ésta puede ser eje-
cutada por el órgano regional.

Por otro lado, las visiones se construyen
sin tener en cuenta las prioridades provincia-
les, debido a que los alcaldes de este ámbito de
gobierno por lo general no participan en los
talleres en los que se discuten y aprueban los
planes. En este sentido, la participación en los
Consejos de Coordinación Regional (CCR) se
ve reducida a la confirmación de si se han res-
petado las negociaciones mantenidas por los
miembros por fuera de los talleres de concer-
tación. Los alcaldes buscan incorporar al pre-
supuesto regional algunas obras no incluidas
en su presupuesto debido a su magnitud o
porque, con sus recursos, dieron prioridad a
otras acciones. No obstante, en algunos casos
las experiencias locales previas de planifica-
ción concertada y aplicación de criterios del
presupuesto participativo han sido importan-
tes y permitieron una adecuada relación entre
los niveles locales y regionales.

La dimensión territorial y los diversos gra-
dos de desarrollo de los municipios son ele-
mentos que condicionan la relación entre lo
local y lo regional. Si el territorio es relativa-
mente pequeño y el número de gobiernos lo-
cales también lo es, resultará más fácil lograr
procesos de información y capacitación. En
los departamentos con territorios más amplios
y un mayor número de gobiernos locales con
diversos niveles de desarrollo, las participa-
ciones serán muy variadas y los procesos de
capacitación limitados, disminuyendo así la
posibilidad de articular las propuestas loca-
les con las regionales.

Otro elemento que es necesario tener en
cuenta es que la mayor parte de los talleres
para la discusión y elaboración de los planes
concertados se realizan en las capitales de-
partamentales y con representantes de orga-
nizaciones que tienen sede en estas ciudades,
por lo que se limita la participación de las or-
ganizaciones de otros ámbitos del departa-
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mento. Esto tiene como resultado una visión
parcial de la realidad regional.

El presupuesto participativo

Los montos asignados al gasto por inversión
en los gobiernos regionales sujetos a la moda-
lidad de presupuesto participativo no son
muy significativos, en especial para realizar
obras de envergadura regional. En relación
con el presupuesto asignado al respectivo
gobierno regional, el presupuesto participativo
significa para Cusco el 18%; para Huanca-
velica, 14%; para Piura, 12%; para Puno, 7%;
y para San Martín, 9%.

La mayor parte de los proyectos incorpo-
rados en los presupuestos participativos tie-
nen un sesgo eminentemente local; están re-
feridos al mejoramiento de sistemas de irri-
gación, y a la infraestructura de saneamien-
to, educativa y de transportes (ver los cua-
dros 1, 2, 3, 4, 5 y 6).

Por otro lado, tal parece que existieran dos
lógicas que se superponen: una para la ela-
boración del plan de desarrollo concertado y otra
para la elaboración del presupuesto partici-
pativo. Tal como sucede con el proyecto de
instructivo elaborado por la Dirección de Pre-
supuesto Público del Ministerio de Economía
y Finanzas para la elaboración del presupues-
to participativo 2005, en la práctica no se nota
una coordinación entre los procedimientos
para la elaboración del plan y lo que se plan-
tea para el presupuesto. Puede colegirse que
esto se debe a que el plan tiene un carácter
genérico y una difusión limitada, mientras que
el presupuesto, en cambio, posee un impacto
más directo pues permite la realización de
obras, lo que significa la obtención de réditos
políticos casi inmediatos. Por ello, las autori-
dades locales muestran más interés en parti-
cipar de este proceso.

Si bien uno contiene al otro, el primero se
elabora con un horizonte temporal de media-
no plazo y el presupuesto participativo es
anual. Por esta razón es necesario fortalecer
la elaboración de planes operativos regiona-
les anuales, con indicadores y metas a alcan-
zar. Con esto sería posible salvar algunas li-

mitaciones actuales para desarrollar mecanis-
mos de seguimiento y evaluación.

Es importante establecer que muchos re-
presentantes de la sociedad civil que integran
los CCR no participan en la formulación de
los planes y su función se limita a tomar co-
nocimiento de los documentos aprobados por
el Consejo Regional. Desde la perspectiva de
las organizaciones de la sociedad civil, la par-
ticipación es relativamente débil. Primero,
porque los representantes no son los mismos:
cambian durante la elaboración y por lo tan-
to los criterios tienden a ser diferentes. Éste es
un hecho frecuente que permite colegir que
muchas intervenciones terminan siendo de
índole personal y no institucional.

Por otro lado, no hay mucho interés de
las organizaciones por participar en estos pro-
cesos. Es más, algunos asistentes no tienen una
idea clara de lo que se pretende elaborar ni
de cuál es su función. Se presentan marcados
desniveles de formación entre los represen-
tantes, dando lugar a que algunos acaparen
el discurso mientras que otros asumen una
actitud pasiva.

Tal como se ha dicho en la primera parte,
éste es un proceso político; sin embargo, las
ausencias más notorias son precisamente las
de los partidos políticos. En apariencia, como
tales, se reservan el derecho de opinar en las
instancias de gestión, si acaso tienen acceso a
ellas.

En cuanto al monitoreo y la evaluación,
no se ha constituido un sistema que cumpla
estas funciones. Sin embargo, en algunos ca-
sos se han conformado comisiones de trabajo
integradas por un gerente regional y repre-
sentantes de las organizaciones de la socie-
dad civil, para evaluar las acciones en fun-
ción de los ejes estratégicos y de los avances
de algunas inversiones. Los Consejos Regio-
nales, que podrían ser la instancia que de-
sempeñe este tipo de acciones, no han tenido
iniciativas en este sentido y tampoco las han
delegado a los CCR.

Las iniciativas de los actores participan-
tes en los procesos de formulación también
han sido limitadas o casi nulas. Esto ratifica



3434343434
Cuadernos Descentralistas 14

Cuadro 2
CUSCO: PROYECTOS DE INVERSIÓN, PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 2005
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Cuadro 2 (cont.)
CUSCO: PROYECTOS DE INVERSIÓN, PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 2005

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas. Dirección Nacional del Presupuesto Público (DNPP), www.mef.gob.pe
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Cuadro 3
HUANCAVELICA: PROYECTOS DE INVERSIÓN, PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 2005

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas. Dirección Nacional del Presupuesto Público (DNPP), www.mef.gob.pe
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Cuadro 4
PIURA: PROYECTOS DE INVERSIÓN, PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 2005

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas. Dirección Nacional del Presupuesto Público (DNPP), www.mef.gob.pe
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Cuadro 5
PUNO: PROYECTOS DE INVERSIÓN, PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 2005

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas. Dirección Nacional del Presupuesto Público (DNPP), www.mef.gob.pe
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Cuadro 6
SAN MARTÍN: PROYECTOS DE INVERSIÓN, PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 2005

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas. Dirección Nacional del Presupuesto Público (DNPP), www.mef.gob.pe
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que se está poniendo énfasis en el producto
(plan) y no en el proceso; tal parece que lo
importante fuese cumplir con el requisito de
contar con un documento que permita la asig-
nación de recursos para atender las obras
priorizadas, sin tener en cuenta que el
planeamiento propicia una mayor capacidad
de gerencia pública.

Los procesos concertados —tanto de
planeamiento como de presupuesto— buscan
fortalecer las capacidades institucionales y de
las organizaciones de la sociedad civil, en pro-
cura de una gestión armónica y eficiente de
los recursos públicos.

En la práctica, y luego de las diversas
modificaciones ocurridas en el sistema de pla-
nificación, se observa una fragmentación del
mismo en los siguientes aspectos:

• El Sistema Nacional de Presupuesto siem-
pre ha tenido una función importante en
la medida en que está relacionado con la
ejecución de los gastos de funcionamien-
to y, complementariamente, de inversión.

• El Sistema Nacional de Inversión Pública
(SNIP) ha adquirido una nueva importan-
cia en las regiones con la descentraliza-
ción de las funciones de inversión hasta
ciertos niveles presupuestales, y con el
papel que viene asumiendo en la aproba-
ción de los proyectos de inversión. Esto
conlleva la necesidad de un proceso de
capacitación, asistencia técnica, segui-
miento y evaluación tanto de los funcio-
narios de los gobiernos regionales como
de los locales.

• El Sistema de Planeamiento,  encargado
de la formulación de los planes estratégi-
cos, y que hasta la fecha depende de la
creación del Centro de Planeamiento Es-
tratégico (CEPLAN). Sistema que en la
actualidad tiene una menor importancia
y limitada asignación de personal, recur-
sos, capacitación y asistencia técnica para
su relanzamiento hacia una propuesta de
trabajo estratégico.

• El Sistema de Acondicionamiento del te-
rritorio, generalmente considerado den-

tro del sistema de planeamiento, pero
cuyo énfasis no está puesto en la orienta-
ción territorial del desarrollo sino única-
mente en la demarcación territorial, la
misma que es atendida por una Dirección
de la Presidencia del Consejo de Minis-
tros. Es decir, orienta su accionar a aten-
der las demandas sobre delimitación de
los límites de distritos, provincias o depar-
tamentos, elementos necesarios pero que
no tienen la importancia que concierne a
la gestión territorial del desarrollo.

En aplicación de las normas correspon-
dientes, tanto los gobiernos regionales como
los gobiernos locales han promovido iniciati-
vas para formular los planes estratégicos. De
igual manera sucede con cada uno de los sec-
tores de la administración pública. Sin em-
bargo, en la mayoría de los casos se ha trata-
do de un ejercicio metodológico y teórico ca-
rente de aplicación práctica. Por lo demás, la
mayor parte de los documentos preparados
tienen limitaciones en cuanto a propuestas y
calidad técnica.

La intervención de las direcciones secto-
riales ha sido escasa en la formulación de los
planes y los presupuestos participativos re-
gionales, principalmente porque consideran
que en general sus propuestas no llegan a plas-
marse en la realidad, lo que origina su des-
confianza en el proceso. La determinación de
que a este tipo de talleres asistan profesiona-
les sin la calificación y los conocimientos ne-
cesarios, por otra parte, limita sustan-
tivamente su participación.

En general, los sectores del estado que han
logrado procesos de modernización de sus
estructuras administrativas tienen una des-
tacada labor en la formulación de los planes
es el caso de las direcciones de Salud. Los de-
más se han limitado a enviar información es-
tadística y un listado de proyectos a ser in-
corporados en los presupuestos participativos.

Participación de la sociedad civil

La dinámica social y política que se vive en
cada departamento caracteriza el interés y las
particularidades de las organizaciones de la
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sociedad civil con respecto a su participación
en el proceso de planificación y presupuesto.

La metodología del planeamiento estra-
tégico propone como fundamento la selección
de informantes calificados que —con sus co-
nocimientos y su experiencia personal o
institucional— coadyuven en la formulación
de los elementos del plan estratégico. En este
caso, la determinación de quiénes participan
y cómo lo hacen es una responsabilidad del
grupo técnico de coordinación, integrado
principalmente por funcionarios del gobier-
no regional (hasta antes del 2004, con las
Mesas Departamentales de Concertación
para la Lucha contra la Pobreza).

Si bien se busca una amplia participación,
en general se ha dado prioridad a institucio-
nes y organizaciones de alcance regional. So-
bre este tema se plantean algunas atingencias
referidas a si las representaciones son legíti-
mas o si hay una tendencia a ratificar a de-
terminados representantes o personajes que
han hecho una suerte de profesión de su asis-
tencia a este tipo de actividades.

 Los principales ausentes en estos proce-
sos, como parte de la sociedad civil, han sido
los empresarios; a pesar del compromiso de
su participación, sus aportes han sido muy
limitados y es notorio que en los departamen-
tos las grandes empresas no se involucran de
manera activa. Lo mismo ha sucedido con las
representaciones de la Iglesia (CARITAS,
ADRA) y algunas organizaciones no guber-
namentales que —aun teniendo una impor-
tante injerencia en los ámbitos provincial y
distrital— no han participado en los proce-
sos regionales.

En términos generales, la limitada parti-
cipación de los agentes económicos privados
—medianos, pequeños o microempresarios—
determina que estas experiencias se orienten
a definir la gestión del recurso público, olvi-
dando que la concertación debería tener
como correlato la inversión del sector priva-
do. Así, ambas esferas estarían aportando en
la construcción de una visión de desarrollo
regional.

Es importante señalar que mucho antes
de que se propusieran las actuales iniciati-

vas de planeamiento concertado, en ciertos
ámbitos locales ya se desarrollaban experien-
cias de este tipo, que promovían entre los po-
bladores un espíritu de participación y vigi-
lancia sobre los procesos de gestión pública:
los comités de desarrollo, los procesos
participativos municipales o la Agenda 21
Local, con relativo éxito en sus respectivos
espacios. Los casos más difundidos son los
de la Municipalidad de Ilo y la de Villa El
Salvador; sin embargo, en muchos distritos
se aplicaron experiencias similares desde la
década de 1980.

Cabe indicar, por otra parte, que los re-
presentantes de los Consejos de Coordinación
Regional no han participado de manera acti-
va en los procesos de planificación y presu-
puesto; y cuando lo han hecho, muchas de
sus peticiones se vincularon a competencias
pertinentes a los gobiernos locales.

Un balance preliminar

La falta de un plan nacional o un modelo de
desarrollo a mediano plazo ha impedido la
orientación adecuada de los procesos de pla-
nificación regional. Por ello, las visiones de
desarrollo de cada departamento expresan la
búsqueda de situaciones ideales cuya formu-
lación es fácilmente aceptada por los actores
involucrados; muy limitadamente establecen
prioridades territoriales y temporales; y me-
nos aún niveles de complementariedad y ar-
ticulación económica, social y territorial para,
en el futuro, fortalecer el proceso de descen-
tralización.

La metodología de planeamiento estraté-
gico se sustenta en la conformación de gru-
pos de informantes calificados que aportan,
desde sus experiencias, a la formulación del
plan requerido en cada caso. En los talleres
departamentales, la incorporación de diver-
sos representantes de organizaciones y de al-
gunos técnicos del sector público sin la expe-
riencia adecuada hace que las propuestas
sean genéricas y no mantengan una secuen-
cia que permita «aterrizar» en los proyectos
que luego se incorporan al presupuesto regio-
nal. A esto se debe agregar que en las diver-
sas etapas del proceso no participan las mis-
mas personas y que, por lo tanto, los criterios
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varían sin que finalmente representen las pro-
puestas institucionales.

En términos de la decisión política se pre-
senta una seria dificultad: los miembros del
Consejo Regional no participan en los gru-
pos de trabajo, pero a la hora de aprobar el
plan modifican o incrementan los acuerdos
de los talleres, ocasionando problemas con los
representantes de las organizaciones que par-
ticiparon en su elaboración.

Es importante destacar que los actores o
agentes participantes en la elaboración de los
planes o presupuestos no asumen su condición
de difusores de las visiones y los acuerdos es-
tablecidos. Dado que, en consecuencia, sólo un
grupo limitado de personas termina por cono-
cerlos, la posibilidad de garantizar el cumpli-
miento de la visión de desarrollo queda limita-
da al discurso de las autoridades regionales.

Si bien los acuerdos y documentos son de
carácter público, no hay debates regionales o
locales sobre los mismos. Esto limita la pers-
pectiva de fortalecer su legitimidad y, con ello,
de generar una identidad de la población con
lo que se propone. A la vez, tal debilidad au-
menta la contingencia de que las siguientes
autoridades caigan en la tentación de iniciar
sus mandatos con la idea de que lo que se hizo
estuvo mal y de que, por lo tanto, hay que
comenzar siempre de nuevo.

La experiencia desarrollada muestra que
se estaría reproduciendo el vicio de darle más
importancia a la formulación del plan que al
proceso de planificación —que incluye las eta-
pas de ejecución, seguimiento, monitoreo y
evaluación—. En este sentido, la planificación
estratégica —concebida como un instrumen-
to de gestión que favorece el desarrollo de una
eficiente gerencia pública— queda reducida
sólo a un proceso que permite cumplir con
los requisitos establecidos para la asignación
de los recursos correspondientes a los gobier-
nos regionales o locales.

En relación con lo anterior, es importan-
te señalar que la metodología de elaboración
no ha permitido incorporar indicadores para
evaluar los avances en la aplicación del plan.
De igual manera, los objetivos son genéricos;
tampoco hay metas a ser alcanzadas y me-

nos aún plazos para ello. Estas carencias difi-
cultan el proceso de vigilancia ciudadana
durante la gestión del plan de desarrollo.

En el ámbito de la integración, tal como
se ha señalado, muy pocas estrategias mues-
tran iniciativas que propicien la conformación
de regiones más amplias o de articulaciones
productivas. Los planes elaborados tienen una
visión hacia adentro de los departamentos,
lo que termina por dar la impresión de una
búsqueda de autarquía. Del mismo modo, no
hay orientaciones que permitan establecer
mecanismos que coadyuven al desarrollo de
alianzas estratégicas y a la interrelación de
los mercados locales, departamentales, nacio-
nales e internacionales.

Hay un peso significativo del rol del esta-
do; no se observan acciones de promoción de
la inversión privada, tanto por falta de parti-
cipación del sector privado como por el pre-
dominio de una perspectiva estatista entre los
asistentes a los talleres. En este sentido, sería
conveniente incidir en la conformación de
grupos especializados con empresarios, dise-
ñando estrategias y metodologías que no de-
manden demasiado tiempo y dedicación de
los participantes, que busquen acuerdos
vinculantes entre las acciones del gobierno
regional y las iniciativas privadas.

Respecto al contenido de los planes, exis-
ten inconsistencias ya que los diagnósticos no
concuerdan con las visiones y los objetivos.
Esto se debería a que los primeros son elabo-
rados principalmente por los técnicos de los
gobiernos regionales y los segundos surgen
como producto de los talleres. También hay
inconsistencias o dobles dinámicas entre la
formulación del plan y la del presupuesto
participativo. Éstas se expresan en cómo se
prioriza la inversión, frente a lo señalado en
los objetivos y ejes estratégicos del plan.

En los talleres participativos, en muchos
casos los representantes de las organizacio-
nes no expresan las opiniones institucionales;
por lo tanto, su participación termina adqui-
riendo un carácter personal. Al respecto, que-
da la inquietud de cuántas de las institucio-
nes y organizaciones se preparan realmente
para aportar de manera orgánica en estos
procesos; es decir, si hay reuniones previas a
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los talleres participativos para determinar las
propuestas de proyectos a priorizar según los
intereses de la localidad o la región, y cuáles
son los compromisos que se asumen para la
ejecución y evaluación de la inversión.

Por otro lado, los participantes en los ta-
lleres de toma de decisiones provienen sobre
todo de las capitales departamentales; no hay
representación de las provincias. Es necesa-
rio, por tal razón, buscar con los actores de
este ámbito un mayor acercamiento —vía ta-
lleres—, que permita recuperar los diagnósti-
cos, las visiones y las estrategias provinciales.
Con ello, el plan regional sería mucho más
amplio, descentralista y democrático.

Los problemas señalados son consecuen-
cia de la falta de un sistema nacional de pla-
nificación, ya que la dirección del proceso de
elaboración de planes concertados fue asu-
mida por el MEF.

 Los criterios sobre competitividad, enten-
dida como la capacidad de generar un ma-
yor desarrollo (o iniciar una nueva etapa de
desarrollo), se incorporan muy débilmente en
los documentos analizados, siendo la compe-
titividad uno de los factores más importantes
para consolidar procesos estratégicos de ge-
neración y articulación de mercado y, en ge-
neral, de promover las condiciones de
sostenibilidad del desarrollo de las regiones.

En lo referente al capital humano, en-
tendido como el fortalecimiento de las capa-
cidades de las personas, los documentos no
muestran coherencia con el discurso: no se
definen adecuadamente los objetivos, las es-
trategias ni las acciones a desarrollar. Esto
parece demostrar que sobre el tema no se tie-
ne manejo teórico y menos aún respuestas
prácticas.

En torno al medio ambiente, los planes
revisados no establecen medidas que ayuden
a mitigar la polución y la contaminación am-
biental para los diversos ámbitos de los de-
partamentos, aun cuando en ellos existen pro-
blemas que están ocasionando conflictos so-
ciales bastante serios.

Sobre la gobernabilidad, los planes de
desarrollo no consideran mayor información

referida a esta variable. En este aspecto, se
requiere revisar la información sobre delega-
ción de facultades a los gobiernos regionales
y locales, y las competencias de cada uno de
ellos, así como sobre el actual proceso de
transferencia de recursos y competencias es-
tablecido por las normas legales vigentes. Los
intentos de privatización o concesión de bie-
nes y servicios del estado no han tenido re-
sultados exitosos, lo que puede estar ocasio-
nando la pérdida de oportunidades de inver-
sión, tema sobre el cual la clase política debe-
rá reflexionar. No es posible la generación de
empleo sin la inversión privada, pero ello no
significa que sea necesario entregar los recur-
sos y servicios bajo modelos que signifiquen
carta libre para quienes obtienen la concesión
de los mismos.

La población aún no se encuentra debi-
damente informada y preparada para la par-
ticipación en procesos de consulta ciudada-
na como el presupuesto participativo. Las
acciones desarrolladas en las provincias, es-
pecialmente en las que no son capital depar-
tamental, muestran las debilidades mencio-
nadas y escasos índices de participación y
presentación de propuestas.

Desde la perspectiva del sector público,
se mantiene una visión sectorial definida des-
de la capital, lo cual se refleja en la inconsis-
tencia de su participación y sus limitados
aportes.

El desarrollo de las economías regionales
requiere de la activa participación del sector
privado, como generador del empleo produc-
tivo. Si se toma en consideración que existen
iniciativas como los planes de las Cámaras de
Comercio, Industria y Turismo, resulta impor-
tante desarrollar nuevos espacios de concer-
tación y cooperación de estos sectores, que
eviten la duplicidad de esfuerzos.

Los gobiernos regionales tienen un débil
proceso de consolidación administrativa. Des-
de su creación, el año 2003, no han logrado
superar las estructuras administrativas de los
CTAR. El gobierno central viene delegando y
transfiriendo en escasa medida funciones y
competencias a los gobiernos regionales y lo-
cales, lo cual contribuye a limitar el cumpli-
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miento de los objetivos trazados en los planes
de desarrollo regional/ local concertado.

Reflexiones finales

En aras de una efectiva transparencia en la
gestión de los diversos niveles de gobierno y
de un trato igualitario, sería recomendable
que otros niveles de gobierno — que posible-
mente manejan una mayor cantidad de re-
cursos presupuestales y que realizan activi-
dades en los departamentos—, también estén
inmersos, de una manera concertada, en este
concepto de presupuesto participativo y trans-
parencia.

Es necesario incluir en el marco normati-
vo algunos incentivos que se podrían otorgar
a las instituciones que logren culminar con
éxito sus propuestas concertadas, y que se
reflejen en los planes de desarrollo, así como
en las acciones acordadas de manera conjunta
con el sector privado. La idea sería propiciar
el empoderamiento del plan de desarrollo
como instrumento de gestión y no como un
mero requisito administrativo.

Los instructivos desarrollados tienen un
sesgo marcadamente presupuestal; ponen por
delante los mecanismos y las metodologías
para la elaboración del presupuesto partici-
pativo, señalando de manera limitada que éste
es parte de un proceso mayor, que es el de
planeamiento estratégico. En tal sentido, es
recomendable ampliar los contenidos para
desarrollar elementos que permitan entender
que la planificación estratégica es una herra-
mienta de gestión permanente y no el proceso
de elaborar un documento llamado plan.

El éxito del proceso de planeamiento es-
tratégico se sustenta en la apropiación de la
visión y de los contenidos del plan por parte
de la población. Sin embargo, las normas no
establecen los mecanismos de difusión que se
deben emplear para que éstos sean conoci-
dos. Por ejemplo ¿cómo aprovechar los ám-
bitos de enseñanza para incorporar los ele-
mentos de la visión regional compartida y
fortalecer una cultura de participación y
concertación para el desarrollo?

Conseguir la participación de los parti-
dos políticos y movimientos regionales resul-
ta importante tanto en la discusión de las pro-
puestas como para los planes de desarrollo,
al igual que para la identificación de proyec-
tos de inversión. Es preciso que superen la
tendencia a dejar de tener actividades e ini-
ciativa pasados los periodos electorales.

Dada la escasez de recursos públicos y la
necesidad de una acción concertada entre el
sector público y el sector privado, la planifica-
ción estratégica constituye una herramienta
útil —tanto por su metodología como por su
concepción— para fortalecer la construcción
de visiones compartidas de desarrollo; y, a su
vez, para contar con un instrumento eficiente
de gestión pública que apoye una mejor y más
eficiente redistribución de la riqueza nacional
a través de los presupuestos participativos y
los planes concertados. En este sentido, los
agentes participantes y las instituciones públi-
cas deben tratar de superar la burocratización
o rutinización de este proceso que, bien lleva-
do, podrá fortalecer el ejercicio de los derechos
y deberes ciudadanos, así como la transparen-
cia en la gestión pública.
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En el año 2004, el segundo de implementación
oficial del planeamiento y presupuesto
participativo, un instructivo del Ministerio de
Economía y Finanzas (MEF) recomendó a las
autoridades regionales y locales que, una vez
aprobados su respectivos Planes de Desarro-
llo Concertado y Presupuestos Participativos,
remitieran los detalles del proceso y los resul-
tados a través de un Aplicativo Informático
que la Dirección General del Presupuesto
Público diseñó y colocó en el portal del MEF
para su difusión y el conocimiento de la ciu-
dadanía.1

En este ámbito, es la primera vez que se
realiza un ejercicio descriptivo. Como tal,
puede (y debe) constituirse en fuente oficial
del proceso participativo que compromete a
25 gobiernos regionales y al caso especial de
Lima Metropolitana, a 194 municipios pro-
vinciales y a 1.634 distritales. Tratándose de
una experiencia inicial, era previsible que la
base de datos registrase inconsistencias; y los
costos de iniciación resultaron varios. En su
diseño no se resolvió adecuadamente la utili-
dad que dicha información podría tener para
fines de análisis y comparación, posibilidad
que se dificultó aún más al depender su lle-
nado del criterio de algún funcionario o em-
pleado del gobierno regional o municipal sin

ninguna capacitación o motivación previa. A
modo de ejemplo podemos mencionar que no
se recogieron datos básicos sobre los agentes
participantes como género o edad; tampoco
se sabe de la cobertura territorial de las dis-
tintas organizaciones o instituciones de socie-
dad civil participantes en este proceso.

No obstante las dificultades de partida,
nos propusimos trabajar esta data y —hasta
donde fuese posible— organizarla para su
análisis descriptivo. Esto implicó un arduo
trabajo operativo para establecer información
homologable que pudiera ser objeto de clasi-
ficación;2 no sólo se trató, como nos imagina-
mos al comienzo, de tomar los datos entrega-
dos por los gobiernos regionales y procesar-
los con un programa estadístico. Así pues,
presentamos la información que ha sido po-
sible organizar a escala regional y que, a pe-
sar de no cubrir toda la información requeri-
da, por no estar disponible en los portales
públicos, nos permite trazar algunas pincela-
das sobre las principales tendencias de la ex-
periencia de presupuesto participativo para
el año fiscal 2005 en el conjunto de las regio-
nes del país. Esta información, organizada y
analizada, buscaremos contrastarla con otras
fuentes disponibles, en particular con la sis-
tematización de las experiencias del proceso

INTRODUCCIÓN

1 Para ser más exactos, en su séptima fase referida a la de formalización de acuerdos. Un aspecto importante en el
Instructivo MEF recientemente publicado para el proceso de presupuesto participativo 2006 asume esta misma disposi-
ción para todas instancias de gobierno regional y local. Ver www.mef/presupuestoparticipativo

2 Este trabajo engorroso y árido fue asumido eficientemente por Vladimir Soto, joven sociólogo egresado de la Universidad
Nacional Mayor de San Marcos.
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participativo en once regiones realizada por
el Grupo Propuesta Ciudadana referida al año
2003.3

Las deficiencias son superables, sobre todo
considerando la buena disposición del MEF
para incorporar precisiones en el recojo de in-
formación de este proceso participativo. Es de
esperar que las autoridades regionales y locales
tomen nota de la importancia del Aplicativo
Informático para la transparencia y el monitoreo
de la elaboración participativa del plan y el pre-
supuesto, y asuman su llenado con la mayor
objetividad y con la presteza del caso.

No queremos dejar de reconocer la valio-
sa iniciativa del MEF para dotar al país de
una base de datos de este proceso partici-
pativo, que puede convertirse —esperamos,
en este tercer año— en una referencia oficial
y consistente para el conjunto de actores
involucrados e interesados en su análisis y
seguimiento.

1. LOS AGENTES PARTICIPANTES

Lo que señala el marco normativo

En el Reglamento de la Ley Marco de Presu-
puesto Participativo se define la categoría
agentes participantes:

Entiéndase por Agentes Participantes a
quienes participan, con voz y voto, en la
discusión y toma de decisiones en el pro-
ceso del presupuesto participativo. Están
integrados por los miembros del Consejo
de Coordinación Regional, Consejo de
Coordinación Local, los miembros de los
Consejos Regionales y Consejos Munici-
pales, los representantes de la Sociedad
Civil identificados para este propósito se-
gún lo señalado en el artículo 5º del Re-
glamento y los representantes de las enti-
dades del Gobierno Nacional que desa-

rrollan acciones en el ámbito de la región,
provincia o distrito y designados para ta-
les fines. (Artículo 1º, inciso d)

En el glosario de términos anexo al Ins-
tructivo MEF 2004 se añade una precisión
respecto a la representación del sector públi-
co: «Las entidades del Gobierno Nacional que
desarrollan acciones en la jurisdicción están
constituidas por las Unidades Ejecutoras Sec-
toriales, Instituciones, Organismos y Progra-
mas y/o Proyectos Especiales del ámbito pú-
blico que ejecutan acciones de impacto regio-
nal o local».

En el Reglamento también se esboza lo
que se concibe como sociedad civil: «Compren-
de a las organizaciones sociales de base terri-
torial o temática así como a organismos e ins-
tituciones privadas dentro del ámbito regio-
nal o local» (artículo 1º, inciso e). En el glosa-
rio de términos del Instructivo, por su parte,
se plantean definiciones de lo que se conside-
ra organizaciones sociales de base e institu-
ciones privadas:

Son Organizaciones Sociales de base te-
rritorial o temática, aquellas cuyos miem-
bros residen mayoritariamente dentro del
ámbito regional o local, tales como juntas
y comités vecinales, clubes de madres,
comedores populares, comités de vaso de
leche, comunidades campesinas y nativas,
indígenas y afroperuanas, sindicatos, aso-
ciaciones de padres de familia, organiza-
ciones de mujeres, de jóvenes, las mesas
de concertación de lucha contra la pobre-
za y cualquier otra agrupación social re-
presentativa en la localidad o región.

Los Organismos e Instituciones privadas
son todas las organizaciones, institucio-
nes y demás entidades privadas promo-
toras del desarrollo, tales como universi-
dades, colegios profesionales, asociacio-

3 Ver José LÓPEZ R. y Elisa WIENER: «Lecciones y tensiones de una historia que recién empieza: balance de los procesos de
planteamiento y presupuesto participativo regional 2003-2004 en 11 regiones del Perú». Ponencia presentada al VIII
Foro Descentralista, abril del 2004 (documento de trabajo no publicado). Las regiones consideradas fueron Áncash,
Arequipa, Cajamarca, Cusco, Huancavelica, Ica, Junín, La Libertad, Piura, San Martín y Ucayali. En adelante, salvo
indicación expresa, toda alusión a los datos de la experiencia del año 2003 estará basada en esta fuente.
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nes civiles, organizaciones no guberna-
mentales de desarrollo, cámaras de comer-
cio, asociaciones o gremios empresariales,
laborales, agrarias, de productores o co-
merciantes, organismos de cooperación
técnica internacional, fundaciones, igle-
sias, entre otras con presencia en la juris-
dicción.

Mientras tanto, en el aludido artículo 5º
del Reglamento, referido a la identificación
de los agentes participantes, se indica que «El
Gobierno Regional o Local, mediante Orde-
nanza, dispondrá las medidas necesarias para
reglamentar el proceso de identificación y
acreditación de los Agentes Participantes,
particularmente de aquellos de la Sociedad
Civil». Para ello los compromete a establecer
mecanismos de registro complementarios a los
ya existentes y a la difusión pública del pro-
ceso de presupuesto participativo, «para lo-
grar una amplia participación y represen-
tatividad de la Sociedad Civil, organizada y
no organizada».

En el Instructivo MEF 2004, además de
recomendar la implementación de mecanismos
de registro complementarios a los ya existen-
tes, buscando la más amplia participación de
la sociedad civil, se hace mención particular a
la necesidad de que éstos registren «principal-
mente a la sociedad civil no organizada».4

Lo que indican las cifras oficiales

La suma de los agentes participantes inscri-
tos en los 21 casos regionales con informa-
ción disponible nos presenta un total de 2.271
participantes en el proceso de planeamiento

y presupuesto participativo (ver cuadro 1). De
esta sumatoria se desprende un promedio de
108 agentes participantes por región, entre
representantes de entidades públicas y de la
sociedad civil. Esta cifra nos indica un ligero
incremento en relación con la experiencia del
año anterior, donde identificamos un pro-
medio general de noventa participantes por
región.5

En el segundo año (2004) existe un em-
pate técnico en la participación de ambos sec-
tores: hay registrados 1.158 agentes partici-
pantes del sector público, lo que representa el
51% del total; y 1.113 provenientes de la so-
ciedad civil, entre organizados y no organi-
zados, es decir, casi el mismo promedio que
el sector público (ver cuadro 1). En el año
anterior identificamos una mayor presencia
de representantes estatales (65,8%) y una
menor de la sociedad civil (34,2%), categoría
que comprendió sólo a representantes de or-
ganizaciones e instituciones de la sociedad
civil de las respectivas regiones.

En el 2004 las regiones con más agentes
participantes fueron Áncash (430 personas)
y Amazonas (267 personas); con menos,
Lima6 (16) y Puno (22) (ver cuadro 1). En el
año 2003 hubo un mayor número de parti-
cipantes en Junín (370) y La Libertad (199);
Áncash (21) y Ucayali (24) resultaron las
regiones con menor participación. Convie-
ne destacar el caso de Junín: a pesar de ba-
jar su número de participantes, se mantie-
ne entre las experiencias con mayor convo-
catoria; asimismo el de Áncash, que del úl-
timo lugar en el 2003 pasó al primer lugar
en el 2004.

4 No es objeto de este informe analizar los enfoques, conceptos o nociones presentes en el marco normativo del presu-
puesto participativo, pero debemos indicar que algunos conceptos son muy discutibles y poco rigurosos en su defini-
ción. Es el caso de sociedad civil «no organizada», que nos parece insostenible, aunque tal vez sólo sea un error de
redacción que se debe corregir. Lo esencial de la noción de sociedad civil es su referencia a grupos organizados. Sería
conveniente decir simplemente «ciudadanos no organizados».

5 Si bien no estamos en condiciones de ponderar la representatividad cualitativa o cuantitativa de los agentes participantes
—dada la ausencia de información sistematizada y actualizada sobre las organizaciones sociales y privadas o la cantidad
de entidades públicas operando en las distintas regiones—, la cifra de este segundo año de implementación del presu-
puesto participativo podría ser considerada irrisoria al haberse abierto la participación a los ciudadanos no organizados.

6 Las menciones a Lima están referidas al agrupamiento de todas las provincias del departamento de Lima, a excepción de
Lima Metropolitana.
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Cuadro 1
AGENTES PARTICIPANTES DEL SECTOR PÚBLICO Y LA SOCIEDAD CIVIL

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Información recogida de www.mef/
presupuestoparticipativo, actualizada al 4 de febrero del 2005. Hasta esa fecha no se registraba informa-
ción sobre las regiones Arequipa, Cusco, La Libertad y Pasco.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del Grupo Propuesta Ciudadana (GPC).

Participantes del sector público

Para efectos prácticos hemos agrupado como
agentes participantes del sector público tan-
to a las autoridades como a los funcionarios
y empleados de las distintas instancias de
gobierno subnacional: regional y local (pro-
vincial y distrital). A partir de la información
disponible encontramos que los municipios
distritales destacan por su involucramiento
con el proceso participativo regional, con un
40,3% del conjunto de representantes estata-
les. Esta significativa presencia de los muni-
cipios distritales llama la atención en el pro-
ceso de escala regional, aunque una de las
posibles explicaciones sea su participación en
talleres de capacitación o de trabajo promo-
vidos en provincias por algunos gobiernos

regionales. El peso de la autoridad regional,
por otro lado, alcanza el 15%, un promedio
incluso menor que el de los representantes de
otras entidades del gobierno nacional que
actúan en el ámbito de las regiones (26,3%)
(ver cuadro 2).

La procedencia de los involucrados a
nombre del estado durante el 2003, primer
año de implementación oficial de los presu-
puestos participativos, tuvo características
diferentes. Los agentes de los gobiernos regio-
nales (31,7%) constituyeron el principal sec-
tor participante, seguidos de los representan-
tes de los municipios distritales (27%) y de las
distintas entidades del gobierno nacional
(23,9%). Tanto en el primer año (17,4%) como
en el segundo (15,5%), el último lugar corres-
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tificamos una predominante y abrumadora
presencia estatal en las regiones de Tumbes
(85,7%), Piura (80,6%) y Madre de Dios
(77,8%) (ver cuadro 2). En el 2003 los casos
con una fuerte presencia estatal fueron Junín,
en términos absolutos (273) y relativos
(73,8%), seguido de La Libertad (134, es de-
cir, el 67,3% de los representantes). Ambas
son las experiencias regionales con mayor
participación en general.

ponde a los participantes de los municipios
provinciales, instancia de gobierno llamada
a tener un papel clave en la interrelación en-
tre lo regional y lo local.

Las regiones en las que se ha registrado
una alta presencia estatal en términos abso-
lutos han sido Áncash (275) y Amazonas
(168). En estos dos casos hay que considerar
que fueron los procesos más masivos del con-
junto de regiones. En términos relativos iden-

Cuadro 2
AGENTES PARTICIPANTES DEL SECTOR PÚBLICO

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Información recogida de www.mef/presupuestoparticipativo, actualizada
al 4 de febrero del 2005. Hasta esa fecha no se registraba información sobre las regiones Arequipa, Cusco, La Libertad y Pasco.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del Grupo Propuesta Ciudadana (GPC).

Participantes de la sociedad civil

En cuanto a los agentes que participan en re-
presentación de organizaciones sociales de
base y organismos privados, encontramos que
las regiones con mayor número en términos
absolutos fueron Áncash (155), Ica (147) y
Junín (137). Considerando la información re-

lativa, en algunas regiones han sido impor-
tantes proporcionalmente hablando: en Ica
con 88%, reiterando su importante peso cuan-
titativo; en San Martín con 82,8%; en Lamba-
yeque con 80,5%; y en Junín con 71,7%, otra
región que confirma una significativa presen-
cia cuantitativa y cualitativa de estos agentes
(ver cuadro 1).
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La noción sociedad civil es bastante genéri-
ca y heterogénea, al punto que viene siendo
usada como una categoría «ómnibus». Sin
embargo, considerando la interpretación que
le ha otorgado el marco normativo —y con la
arbitrariedad que toda clasificación conlle-
va—, hemos optado por agrupar las innume-
rables denominaciones otorgadas en este pro-
ceso participativo a las organizaciones socia-
les (territoriales y funcionales) y a los orga-
nismos privados. Para las organizaciones so-
ciales de base de tipo territorial hemos asu-
mido las siguientes categorías: organizacio-
nes vecinales, organizaciones campesinas y
organizaciones nativas. Como organizaciones
de base de tipo funcional hemos considerado
las mesas de concertación y/o temáticas,7 las
organizaciones alimentarias (comedores, va-
sos de leche, clubes de madres y asociaciones
de mujeres), las organizaciones educativas
(incluidas las asociaciones de padres de fa-
milia), los gremios laborales8 y frentes regio-
nales, y las organizaciones juveniles.

Respecto a los denominados organismos
privados, hemos considerado las siguientes
instituciones: organizaciones no gubernamen-
tales (ONG), colegios profesionales, universi-
dades, organizaciones de agentes económicos,
iglesias y medios de comunicación.

Existe otra entidad que en rigor no es parte
de lo que se conoce como sociedad civil, pero
cuya intervención debería ser relevante en
estos procesos participativos de cogestión
pública: los partidos políticos (tanto de ascen-
dencia nacional como regional). Dado que
hay información sobre su participación, la
hemos acoplado a la sociedad civil, conscien-

tes de lo discutible que puede ser tal decisión
pero con la intención de visibilizar su (poca o
mucha) presencia.

Sociedad civil: ¿quiénes son los que más
participan?

Dentro de la gran variedad de agentes que
participan en nombre de la denominada so-
ciedad civil, ubicamos como las organizacio-
nes que más intervienen  aquéllas de los agen-
tes económicos (15,4%), las ONG (14,5%) y
las organizaciones vecinales (14%). Las que
menos participan son las organizaciones po-
líticas (0,5%), las juveniles (0,6%) y las reli-
giosas (1,5%) (ver cuadro 3). Esta composi-
ción difiere de la advertida el año 1993, cuan-
do se identificó una alta participación de las
ONG (27%) y las mesas de concertación
(13,5%). En 1994 hubo una mayor presencia
de otros segmentos de la sociedad civil, como
las organizaciones de agentes económicos y
las vecinales, lo que redujo el peso cuantitati-
vo de los anteriores.

Si atendemos a la definición del Instructivo
MEF 2004 referida a los agentes participantes
de la sociedad civil, tenemos que las organiza-
ciones sociales de base (OSB) (vecinales, alimen-
tarias, campesinas y nativas, educativas, gre-
mios laborales y frentes de defensa, juveniles y
mesas de concertación) alcanzan un 50,5% del
total de participantes. Los organismos privados
(universidades, colegios profesionales, ONG,
organizaciones de agentes económicos, medios
de comunicación e iglesias) suman 40,2%. Al
desagregar las OSB vemos una presencia ma-
yor de las funcionales (alimentarias, educativas,

7 En la categoría «mesas de concertación» hemos agrupado a la Mesa de Concertación de Lucha Contra la Pobreza
(MCLCP) —la predominante— y a las distintas mesas de concertación sectoriales o temáticas que se han registrado como
agentes participantes en los procesos participativos regionales. Pero esta categoría nos presenta un problema, al menos de
lo que se desprende del Instructivo MEF 2004, ya que se la ubica como organización social de base, y por lo general las
«mesas de concertación» comprenden incluso a organismos privados —tal como se los califica en el glosario de términos
de dicho Instructivo—, a ONG, colegios profesionales y universidades. Cabe mencionar, para poner en evidencia lo
complicado que es construir categorías consistentes, que en términos formales la MCLCP es un organismo mixto, con
participación de organismos del estado.

8 Dicho glosario incluye los términos sindicatos —indicando que son parte de las organizaciones sociales de base— y
gremios laborales —como organismos privados—, aunque nominativamente y en la práctica son lo mismo.
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gremios laborales, juveniles y mesas de
concertación): 28,7%, mientras que las territo-
riales (vecinales, y campesinas y nativas) llegan
al 20,8% (ver cuadro 3).

Más allá de cómo han sido considerados
los distintos segmentos de la sociedad civil,
podemos observar, agrupando las distintas
organizaciones de acuerdo con su presumi-
ble ubicación territorial, una mayoritaria par-
ticipación de organizaciones de asentamien-
to urbano y con gran concentración en las
capitales de las regiones. Sumando el conjun-
to de organismos privados y las mesas de
concertación, organizaciones educativas, or-
ganizaciones alimentarias, gremios laborales
y frentes regionales, y organizaciones juveni-
les, se alcanza el promedio de 69,9% (ver cua-
dro 3). Este predominio urbano también se
expresó en lo identificado el año anterior.

No se dispone de información calificada
para precisar si los participantes son «repre-
sentativos» de sus ámbitos regionales. En las
regiones o departamentos no existe una base
de datos que haya organizado cuántas ni
cómo son las organizaciones sociales de base
(territoriales y sectoriales), las instituciones ni
los organismos privados. Tampoco se des-
prende de la información disponible si los re-
presentantes de la sociedad civil proceden de
organizaciones de cobertura regional, provin-
cial o distrital. Igualmente, se carece de infor-
mación sobre la cantidad de miembros de las
organizaciones y sobre las características de
su funcionamiento.

Por otro lado, si bien el Reglamento y el
Instructivo MEF 2004 contienen indicaciones
claras para promover la participación de la
ciudadanía en general —personas sin mem-
bresía organizativa—, el resultado fue muy
pobre. Sea porque las autoridades regionales,
responsables del proceso, no promovieron la
participación —o la promovieron formalmen-
te y sin convicción—, sea porque no hubo res-
puesta a esta convocatoria, o por la suma de
ambas posibles explicaciones, sólo se registra

un 3,1% de presencia promedio de ciudada-
nos no organizados en el conjunto de los pro-
cesos regionales. Hemos identificado 14 go-
biernos regionales que no registran la partici-
pación de ciudadano alguno en el planea-
miento y la programación presupuestal de su
región: Apurímac, Ayacucho, Callao,
Huancavelica, Huánuco, Ica, Lambayeque,
Lima, Madre de Dios, Puno, San Martín,
Tacna, Tumbes y Ucayali.

La presencia femenina en las
experiencias de participación

Una mirada del conjunto de agentes partici-
pantes en las experiencias regionales del año
2004 tomando en cuenta el género,9 nos indi-
ca una limitada presencia femenina en este
proceso participativo: 19,1%. Considerando
las 21 experiencias regionales sobre las que dis-
ponemos información, tenemos que en Puno
(4,5%) y Ayacucho (8,6%) —regiones del sur
andino con las zonas más pobre del país— la
participación de las mujeres se reduce prácti-
camente al mínimo (ver cuadro 4). San Mar-
tín (37,9%) y Lambayeque (35,1%), en cam-
bio, destacan por su importante presencia fe-
menina: casi doblan el promedio general.

En una mirada por sectores encontramos
que las mujeres sólo alcanzan el 14,4% del to-
tal de los participantes del sector público, pro-
medio por debajo del general (19,1%). La pre-
sencia femenina proveniente de los organismos
del Estado presentes en las regiones sobrepasó
largamente el promedio del sector —en térmi-
nos relativos— en Moquegua, Ica y
Lambayeque: 40%. Las regiones sin presencia
de mujeres en representación del sector públi-
co fueron Puno y San Martín (ver cuadro 5).

La presencia femenina aumenta en
algo en la representación que proviene de
la sociedad civil: llega al 23,9% (ver cua-
dro 6). En varias regiones se registra una
participación de estas mujeres por encima
del tercio demandado, como ha ocurrido
en San Martín (45,8%), Apurímac (41,7%),

9 Los grandes listados regionales de agentes participantes carecen de información sobre el género de éstos. Para arribar a su
clasificación hemos codificado persona por persona, con el riesgo que conllevan algunos nombres usados por hombres
y mujeres, como Jesús.
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2. EL EQUIPO TÉCNICO REGIONAL

Lo que señala el marco normativo

En el Reglamento de la Ley Marco del Presu-
puesto Participativo, así como en el Instructi-
vo MEF 2004, se indica que cada equipo téc-
nico regional está conformado por profesio-
nales y técnicos de dos oficinas del respectivo
gobierno regional: la de planeamiento, pre-
supuesto y acondicionamiento territorial, y la
de programación e inversión, «pudiendo es-
tar integrado además, por profesionales con
experiencia en temas de planeamiento y pre-
supuesto provenientes de la sociedad civil»
(art. 1, Definiciones). Este equipo técnico re-

Cuadro 4
PARTICIPACIÓN DE AGENTES PARTICIPANTES EN GENERAL SEGÚN GÉNERO

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Información recogida en www.mef/
presupuestoparticipativo, actualizada al 4 de febrero del 2005. Hasta esa fecha no se registraba infor-
mación sobre las regiones Arequipa, Cusco, La Libertad y Pasco.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del Grupo Propuesta Ciudadana (GPC).

Madre de Dios (35,7%), Lambayeque
(33,9%) y Tumbes (33,3%), aunque todos
estos casos tienen en común el haber sido
escenarios regionales de muy baja partici-
pación de la sociedad civil, por debajo del
promedio general.

Todo indica la necesidad de hacer mayo-
res esfuerzos para alentar el interés y com-
promiso de las organizaciones de mujeres por
alcanzar una mayor presencia en estos pro-
cesos participativos, en los que se ponen en
juego la definición de los horizontes del desa-
rrollo territorial y la priorización del gasto
público regional y local.
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gional, a su vez, deberá estar presidido por el
gerente o jefe de la oficina de planeamiento y
presupuesto del gobierno regional.

En el glosario de términos del Instructi-
vo MEF 2004 se señala que el equipo técni-
co «tiene la misión de brindar soporte téc-
nico en el proceso de planeamiento del de-
sarrollo concertado y presupuesto partici-
pativo y desarrollar el trabajo de evaluación
técnica». Esto tiene que ver con las siguien-
tes actividades: preparación y suministro de
información previa a la convocatoria de
los talleres de trabajo; evaluación técnica
y financiera de las alternativas posibles
para ejecutar las acciones resultantes de
dichos talleres; orientación general del
proceso, participando en los talleres, y ca-
pacitación sobre los temas de su compe-
tencia; y trabajo de sistematización de la

información, toma de actas y archivo del
acervo documentario.

Los gobiernos regionales, mediante orde-
nanza, deben reglamentar y definir un
cronograma para la implementación del pro-
ceso de planeamiento y presupuesto partici-
pativo. En dicha norma, además, se debe pre-
cisar quiénes conforman el equipo técnico y
sus responsabilidades correspondientes.

Lo que indican las cifras oficiales

Debemos destacar que en el 2004, según la
información del portal MEF, todos los gobier-
nos regionales constituyeron su respectivo
equipo técnico. En el año anterior, según nues-
tra muestra de once regiones, no se confor-
maron en tres de ellas: Áncash, Piura y
Ucayali.

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Información recogida en www.mef/
presupuestoparticipativo, actualizada al 4 de febrero del 2005. Hasta esa fecha no se
registraba información sobre las regiones Arequipa, Cusco, La Libertad y Pasco.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del Grupo Propuesta Ciudadana (GPC).

Cuadro 5
PARTICIPACIÓN DE AGENTES PARTICIPANTES EN EL SECTOR

PÚBLICO SEGÚN GÉNERO
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Cuadro 6
PARTICIPACIÓN DE AGENTES PARTICIPANTES DE

LA SOCIEDAD CIVIL SEGÚN GÉNERO

El número de miembros que los gobier-
nos regionales consideraron adecuado resul-
ta muy variado. Encontramos equipos con
pocos integrantes (Loreto, dos; Piura, cuatro;
Arequipa y Madre de Dios, seis; Amazonas,
siete; y Áncash y Lima, ocho), mientras que
otros tienen un número amplio de integran-
tes: Huánuco y Junín, por ejemplo, con 38
miembros cada uno (ver cuadro 7).

En cuanto a la composición del equipo
técnico, se reflejan distintas opciones de los
gobiernos regionales respecto a la convocato-
ria a representantes de la sociedad civil —no
obligatoria pero sí recomendada por el Ins-
tructivo MEF—. Ocho gobiernos regionales
(Áncash, Arequipa, Callao, Loreto, Moque-
gua, Piura, Puno y Tacna) constituyeron sus
respectivos equipos técnicos sin la participa-
ción de representantes del mencionado sec-

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Información recogida en www.mef/
presupuestoparticipativo, actualizada al 4 de febrero del 2005. Hasta esa fecha no se
registraba información sobre las regiones Arequipa, Cusco, La Libertad y Pasco.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del Grupo Propuesta Ciudadana (GPC).

tor, convocando exclusivamente a autorida-
des, funcionarios o empleados del gobierno
regional, o representantes de alguna otra en-
tidad pública. En estos casos se reproduce la
gran disparidad numérica: mientras que en
Loreto sólo se recurre a dos funcionarios del
gobierno regional para conferirles las impor-
tantes y especializadas tareas correspondien-
tes al equipo técnico, en el Callao se recurre a
28 funcionarios y empleados del gobierno re-
gional (ver cuadro 7).

El Instructivo MEF para el primer año de
implementación oficial del planeamiento y
presupuesto participativo también recomen-
daba la convocatoria a representantes califi-
cados de la sociedad civil como parte de los
equipos técnicos; pero el resultado, según la
muestra analizada en esa oportunidad, fue
una importante demostración de desinterés
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o falta de convicción: cinco de nuestra mues-
tra de once regiones (45%) no constituye-
ron equipos técnicos o lo hicieron exclusi-
vamente con representantes del sector pú-
blico —ambas situaciones pueden ser consi-
deradas de incumplimiento de la recomenda-
ción del Instructivo—. En el segundo año,
como ya se señaló, 100% de los gobiernos re-
gionales constituyeron equipos técnicos; y de
éstos, ocho regiones —el 38%: Áncash,
Arequipa, Callao, Loreto, Moquegua, Piura,
Puno y Tacna— lo hicieron conformados sólo
por representantes del sector público. No obs-
tante estos casos, podemos hablar de un

avance formal en los gobiernos regionales por
convocar a la sociedad civil en los equipos
técnicos.

Con la información disponible para el
2003 y el 2004 podemos graficar la evolu-
ción de los gobiernos regionales que durante
el primer año no constituyeron su equipo téc-
nico o lo hicieron sólo con representantes del
sector público. Si bien no contamos con in-
formación de Ucayali e Ica sobre ese lapso,
tenemos información de Áncash y Piura: a
diferencia del 2003, cuando sus gobiernos re-
gionales no constituyeron equipos técnicos,

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Información recogida en www.mef/presupuestoparticipativo,
actualizada al 4 de febrero del 2005. Hasta esa fecha no se registraba información sobre las regiones de
Ayacucho, Ica, La Libertad, Pasco y Ucayali.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del Grupo Propuesta Ciudadana (GPC).

Cuadro 7
PARTICIPACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO Y LA SOCIEDAD CIVIL EN LOS EQUIPOS

TÉCNICOS REGIONALES
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en el 2004 lo hicieron pero con una composi-
ción de sólo representantes estatales.
Huancavelica, por su parte, registra un inte-
resante cambio en este segundo año, de un
equipo técnico formado exclusivamente por
representantes del gobierno regional, ha pa-
sado a tener una composición paritaria del
mismo: 12 de sus 24 representantes provie-
nen de la sociedad civil.

En este segundo año hemos registrado en
una disposición distinta a doce gobiernos re-
gionales que han constituido sus equipos téc-
nicos incluyendo a representantes de socie-
dad civil: Amazonas, Apurímac, Cajamarca,
Cusco, Huancavelica, Huánuco, Junín, Lam-
bayeque, Lima, Madre de Dios, San Martín y
Tumbes (ver cuadro 7). Sin embargo, entre
estos casos de apertura a la sociedad civil ob-
servamos marcadas diferencias de propor-
ción. En términos absolutos identificamos al-
gunos gobiernos regionales que han incluido
un número poco relevante —casi para cum-
plir con las formas, se podría decir— como
en Tumbes (un representante), Amazonas y
Lima (dos representantes), Junín (tres repre-
sentantes) y Huánuco (cuatro representantes).
En términos relativos se reiteran los muy ba-
jos promedios de participación de la sociedad
civil en esta importante instancia técnica,
como pasa en Tumbes y Junín (8%), y
Huánuco (11%) (ver cuadro 7).

A diferencia de lo señalado, cabe desta-
car la buena disposición de algunos pocos
gobiernos regionales para propiciar un ma-
yor involucramiento de la sociedad civil en
las especializadas tareas del equipo técnico:
Huancavelica (50%) y Cusco (44%), y en me-
nor medida Cajamarca (31%) y Amazonas
(29%) (ver cuadro 7).

Comparando los datos del primer año con
los del segundo, respecto a la composición de
los equipos técnicos que incluyeron a repre-
sentantes de sociedad civil, también registra-
mos notables variaciones, todas ellas en des-
medro de la participación de sociedad civil.
El caso de Arequipa es el de mayor involu-
ción, ya que de una composición de diez re-
presentantes estatales y once de sociedad ci-
vil se pasó al segundo año con una reducción
general de sus miembros (seis en total) y a la

exclusión total de sociedad civil. En Junín el
gobierno regional quintuplicó la presencia del
sector público (de siete a 35) y redujo el de
sociedad civil (de cinco a tres). Sobre La Li-
bertad, no se dispone de información para el
segundo año.

Participación del sector público en los
equipos técnicos regionales

Así como es potestad del gobierno regional
convocar o no a la sociedad civil para confor-
mar el equipo técnico respectivo —no obstante
la indicación del Instructivo MEF a favor de
esta opción—, también lo es llamar a repre-
sentantes de otros sectores públicos como los
municipios provinciales o distritales, así como
de instancias descentralizadas del gobierno
nacional. En este contexto, hemos encontra-
do algunos gobiernos regionales que han con-
siderado en la composición de su equipo téc-
nico a otros niveles de gobierno subnacional
y/o instancias del gobierno nacional: Ama-
zonas, Apurímac, Cusco, Huancavelica, Huá-
nuco, Madre de Dios, San Martín, Tacna y
Tumbes. Huancavelica y Huánuco son casos
particulares en cuanto a la amplitud de la
convocatoria a otras entidades públicas o de
sociedad civil, pues tienen una representación
bastante baja de funcionarios del propio go-
bierno regional. En Huánuco los representan-
tes del gobierno regional sólo llegan al 15%;
en Huancavelica, al 17% (ver cuadro 8).

Participación de la  sociedad civil en los
equipos técnicos regionales

En los doce equipos técnicos regionales cons-
tituidos durante el segundo año con partici-
pación de la sociedad civil se registra una
amplia presencia de representantes de orga-
nismos de carácter profesional y con asenta-
miento en la capital de región. Tal situación
resulta previsible considerando el papel emi-
nentemente técnico que corresponde a esta
instancia, para cuyos integrantes ése es el
perfil más adecuado. Desagregando la infor-
mación oficial encontramos que los integran-
tes de ONG son los más convocados (47,2%),
seguidos —de lejos— por representantes de
las «mesas de concertación», en este caso to-
dos provenientes de la Mesa de Concertación
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10 Por iniciativa de la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), en el año 2002 se promovió esta experiencia participativa
y de cogestión pública en todos los departamentos del país, previa a la conformación de los gobiernos regionales, a través
de los Consejos Transitorios de Administración Regional (CTAR), en coordinación con el MEF y la MCLCP.

de Lucha contra la Pobreza (20,8%), y de las
universidades (18,8%) (ver cuadro 9).

En el primer año también hubo una abru-
madora presencia de representantes de la so-
ciedad civil provenientes de instituciones pri-
vadas como las señaladas. Lo particular en
ese entonces fue la gran participación de la
MCLCP (39,3%), seguramente explicada por
su papel protagónico en la elaboración de los
Planes Departamentales de Desarrollo Con-
certado y las experiencias piloto de presupues-
to participativo durante el año 2002.10 Las
ONG, por su parte, ya avizoraban su signifi-
cativa presencia (27,6%).

La presencia femenina

También hemos organizado la información
disponible en el portal MEF de acuerdo con
el género de las personas que conforman los
equipos técnicos. En el promedio general en-
contramos una mayoritaria presencia mascu-
lina (77,3%), configurándose una relación de
tres hombres por una mujer.

En los equipos técnicos de Áncash,
Arequipa, Loreto, Madre de Dios y Piura
no se registra participación de mujeres.
Callao, en cambio, es la única región donde
hay una composición cercana a la paritaria,
entre los representantes del sector público

Cuadro 8
MIEMBROS DEL SECTOR PÚBLICO EN LOS EQUIPOS TÉCNICOS REGIONALES

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Información recogida en www.mef/presupuestoparticipativo,
actualizada al 4 de febrero del 2005. Hasta esa fecha no se registraba información sobre las regiones de
Ayacucho, Ica, La Libertad, Pasco y Ucayali.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del Grupo Propuesta Ciudadana (GPC).
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(53,6%) y los de la sociedad civil (46,4%)
(ver cuadro 10).

Otros equipos técnicos regionales con
una presencia femenina importante son los
de Junín, donde participan doce mujeres
que representan el 31,5% del total de inte-
grantes, y el de Apurímac, con nueve re-
presentantes que significan el 39,1% (ver
cuadro 10).

La poca presencia femenina se expresa
tanto entre los representantes del gobierno
regional (19,9%) como entre los de la socie-
dad civil (28,9%) (ver cuadro 10).

3. AGENDA DE ACTIVIDADES DEL
PROCESO PARTICIPATIVO

Lo que señala el marco normativo

En el capítulo IV del Instructivo MEF 2004 se
presenta la propuesta metodológica para el
desarrollo del proceso participativo. Consta
de ocho fases, al igual que en el Instructivo
del año anterior: 1) Preparación; 2) Convo-
catoria; 3) Identificación de agentes partici-

pantes; 4) Capacitación de los agentes parti-
cipantes; 5) Talleres de trabajo; 6) Evaluación
técnica; 7) Formulación de acuerdos; y 8) Ren-
dición de cuentas.

En el portal del MEF encontramos un
rubro de información denominado Agenda de
actividades, donde justamente se busca pre-
sentar las características del proceso partici-
pativo y se informa sobre cómo procedieron
las autoridades regionales o locales para
implementar los procesos participativos. He-
mos encontrado información sobre 24 gobier-
nos regionales (Cajamarca es el único caso que
no registra información al respecto), pero es
una información dispersa y heterogénea,
como lo ha sido el proceso mismo. Si a ello le
agregamos la falta de una pauta común para
que las autoridades regionales entreguen es-
tos datos descriptivos, resulta una informa-
ción muy difusa y poco homologable que no
nos permite efectuar análisis comparativos y
de conjunto. Por esta razón nos limitaremos
a presentar sólo los indicadores que hemos
podido organizar a partir de la información
descrita.

Cuadro 9
MIEMBROS DE  LA SOCIEDAD CIVIL EN LOS EQUIPOS TÉCNICOS REGIONALES

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). Información recogida en www.mef/presupuestoparticipativo, actualiza-
da al 4 de febrero del 2005. Hasta esa fecha no se registraba información sobre las regiones de Ayacucho, Ica, La Libertad,
Pasco y Ucayali.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del Grupo Propuesta Ciudadana (GPC).
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El Instructivo MEF es una norma refe-
rencial y no implica cumplimiento obligato-
rio. Este apropiado criterio busca que las au-
toridades, en coordinación con la sociedad
civil o por su cuenta, hagan una programa-
ción formal del proceso participativo —gene-
ralmente como parte de una ordenanza re-
gional— o establezcan en su implementación
procedimientos propios que pueden reducir,
aumentar o ignorar la pauta metodológica de
las ocho fases planteada en el Instructivo.
Además de la fecha de emisión de las orde-
nanzas regionales sobre presupuesto partici-
pativo, hemos organizado la cobertura terri-
torial de los talleres de capacitación y la con-
formación de los comités de vigilancia.

Cabe mencionar algunos vacíos del actual
diseño del aplicativo informático que viene
promoviendo el MEF, en particular sobre la
denominada agenda de actividades: la exis-

tencia o no de una partida en el presupuesto
institucional del gobierno regional para la rea-
lización del proceso participativo; si el libro
de registro que se abre es nuevo, anterior o
una ampliación del anterior; si tuvieron difu-
sión el Plan de Desarrollo Concertado y el
presupuesto participativo, y en qué medios;
si hubo o no participación de los consejos de
coordinación regional y si éstos aprobaron el
plan y los presupuestos participativos regio-
nales (lo mismo respecto a los consejeros re-
gionales); si la propuesta de presupuesto
participativo fue formalizada con la firma de
los agentes participantes en un acta de acuer-
dos y compromisos; si existió una lista conso-
lidada de acciones y costos propuesta por el
equipo técnico, si fue presentada por el presi-
dente del gobierno regional o por algún re-
presentante, y si fue discutido por los agentes
participantes.

Cuadro 10
MIEMBROS DEL EQUIPO TÉCNICO REGIONAL, SEGÚN GÉNERO

Fuente: Ministerio de Economía y Finanzas. Información recogida en www.mef/presupuestoparticipativo, actualizada al 4
de febrero del 2005. Hasta esa fecha, el MEF no registraba información sobre las regiones Ayacucho, Ica, La Libertad, Pasco
y Ucayali.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del GPC
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Las ordenanzas regionales

Los gobiernos regionales y locales reglamen-
tan el proceso participativo a través de una
ordenanza. Considerando el Instructivo MEF
2004, esta medida es parte de la tercera fase
del proceso participativo. La agenda de activi-
dades que nos ofrece el MEF muestra que sólo
nueve gobiernos regionales han presentado sus
respectivas ordenanzas, aunque otra fuente
señala que, al 25 de junio del 2004, 15 de las
26 regiones (incluida Lima Metropolitana)
habían publicado su respectiva ordenanza en
el diario oficial El Peruano (ver cuadro 11).11

Sean nueve o quince, lo cierto es que un
número importante de gobiernos regionales
han omitido emitir su respectiva ordenanza.
Ello no permite contar con un marco formal
en el que estén establecidas con mayor clari-
dad las reglas de juego del proceso partici-
pativo y formalizado el compromiso de la
autoridad regional con dicho proceso.

La capacitación

La capacitación a los agentes participantes es
considerada la cuarta fase del proceso
participativo, de acuerdo con el Instructivo
MEF 2004. Se define como constante y bajo
responsabilidad del gobierno. En cuanto a este
tema, todos los gobiernos regionales reportan
haber realizado actividades de capacitación.

No queda claro, sin embargo, si estuvieron
dirigidas a funcionarios públicos o a repre-
sentantes de la sociedad civil. Tampoco se
sabe de sus características ni de su intensi-
dad en términos de contenidos, criterios meto-
dológicos y pedagógicos; a cargo de quién o
quiénes estuvieron; ni a quiénes estuvieron
dirigidas y quiénes asistieron realmente.

Sólo contamos con información de los lu-
gares donde se realizaron: la mayoría de go-
biernos regionales desarrollaron talleres de ca-
pacitación solamente en la capital de su región.
Esta oferta centralista tuvo lugar en catorce re-
giones: Áncash, Apurímac, Ayacucho, Callao,
Huancavelica, Huánuco, Ica, Lambayeque,
Lima, Loreto, Madre de Dios, Puno, Tumbes y
Ucayali, mientras que las regiones que las rea-
lizaron de manera descentralizada, es decir,
en distintas provincias, fueron Amazonas,
Arequipa, Cusco, Junín, La libertad,
Moquegua, Pasco, Piura, San Martín y Tacna
(ver cuadro 12).

Los comités de vigilancia

El reporte de la agenda de actividades in-
forma sobre siete gobiernos regionales que
han conformado sus comités de vigilancia
regional, tal como se indica en la octava fase
del Instructivo MEF 2004: Cusco, La Liber-
tad, Madre de Dios, Moquegua, Piura, San
Martín y Ucayali (ver cuadro 13). No hay

11 Ver Nota de análisis 33, «Presupuestos participativos 2005: proceso que marcha a paso lento». Grupo Propuesta Ciuda-
dana, junio del 2004.

Fuente: Portal del MEF. Información actualizada al 4 de febrero del 2005.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del GPC.

Cuadro 11
FECHA DE EMISIÓN DE LAS ORDENANZAS REGIONALES
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Cuadro 12
ÁMBITO DE REALIZACIÓN DE LAS CAPACITACIONES

Fuente: Portal del MEF. Información recogida el 4 de febrero del 2005.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del GPC.

Fuente: Portal del Ministerio de Economía y Finanzas. Información recogida el
4 de febrero del 2005.
Elaboración: Área de Participación Ciudadana del GPC.

Cuadro 13
CONFORMACIÓN DE LOS COMITÉS DE VIGILANCIA
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12 Resumen ejecutivo de evaluación del proceso de presupuesto participativo 2004 a partir de la experiencia de las Mesas
de Concertación. MCLCP, diciembre 2004 (documento de trabajo no publicado).

información sobre el número de miembros
ni sobre alguna otra característica de esta
instancia.

Pero recurriendo a otra fuente12 identifi-
camos un número mayor de regiones en las
que se ha constituido dicha instancia de vigi-
lancia. Éstas serían catorce: Apurímac, Caja-
marca, Callao, Cusco, Huancavelica, Huá-
nuco, Ica, La Libertad, Loreto, Piura, San
Martín, Junín, Lambayeque y Ucayali.

Cabe indicar que si agregáramos los ca-
sos de Madre de Dios y Moquegua a la infor-
mación recogida por la MCLCP, tendríamos
un consolidado de dieciséis gobiernos regio-
nales que han cumplido con esta recomenda-
ción propuesta en el Instructivo MEF 2004,
quedando nueve casos sin haberlo hecho o
por aclarar.

4. COMENTARIOS FINALES

La información de óptima calidad es cada
vez más apreciada por los tomadores de de-
cisiones en el ámbito público y en el priva-
do; también, por supuesto, por el público ob-
jetivo, sean ciudadanos o consumidores. Y
la generación de esta información compro-
mete tanto a diseñadores como a ejecutores
y usuarios.

Cuando decidimos elaborar el presente
informe sobre el segundo año de implemen-
tación del presupuesto participativo bajo res-
ponsabilidad de los gobiernos regionales, asu-
mimos que el portal del MEF —aun en el es-
tado en que se encontraba, con sus defectos e
inconsistencias— era una fuente que aporta-
ba elementos para el análisis de las caracte-
rísticas y tendencias generales del proceso
participativo. Realizarlo en esos términos po-
día contribuir, también, a llamar la atención
respecto a la necesidad de afirmar la existen-
cia de una base de datos oficial como la que
ha producido el MEF.

Dicha fuente —así como otras que espe-
ramos que se construyan alrededor de los pro-
cesos abiertos por la descentralización y
regionalización— se constituye en una refe-

rencia obligatoria para la evaluación objetiva
y el monitoreo del proceso. Las entidades
públicas y privadas interesadas, así como los
actores involucrados, pueden y deben echar
mano de ella.

Hay, sin embargo, varios problemas que
resolver referidos a la construcción de una base
de datos veraz y confiable. Es necesario me-
jorar el diseño de los instrumentos para el lle-
nado de datos, en función del objetivo de pre-
sentar con claridad las características del pro-
ceso participativo. Existen, desde nuestra par-
ticular mirada, tres rubros en los cuales es
preciso perfeccionar los criterios y los instru-
mentos de recojo de información.

Un primer rubro es el registro de los agen-
tes participantes. Si bien la norma ha consi-
derado en tal condición, tanto para el año
2003 como para el 2004, a representantes del
sector público y de la sociedad civil, y en el
último año a ciudadanos no organizados, su
registro debe hacerse por separado; en cada
caso, además, es necesario precisar ciertos
datos cuyo registro es importante. No se ha
anotado, por ejemplo, el género ni la edad de
los participantes; tampoco su grado de ins-
trucción. Cada uno de estos indicadores cuen-
ta para hacer un análisis de la composición
de los agentes participantes según género,
grupo etario y capital cultural. En el caso de
la sociedad civil, por otro lado, es importante
conocer características básicas de las organi-
zaciones de procedencia, como la cobertura
territorial de intervención o representación
(regional, provincial o distrital) y el número
de sus afiliados.

Un segundo rubro tiene que ver con lo
que el MEF ha denominado agenda de activi-
dad, que resulta ser la descripción de lo cen-
tral del proceso: su implementación, la ma-
nera como se procedió y los resultados. Al ser
este rubro de muy complejo y heterogéneo
abordamiento, convendría establecer una fi-
cha que registre las características de su
implementación, el cumplimiento de los ob-
jetivos que sustentan las distintas fases y los
roles asumidos en cada una por la autoridad
y por la sociedad civil.
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El tercer rubro es el propio resultado fi-
nal: el presupuesto participativo. Es preciso
registrar la información de modo que se pue-
da identificar si los proyectos aprobados y sus
montos correspondientes alcanzan sus obje-
tivos básicos: producir un impacto regional o
interprovincial y corresponder a los objetivos
estratégicos del plan concertado de desarro-
llo regional. Una ficha que precise adecuada-
mente indicadores al respecto ayudará a me-
dir la calidad de la programación presu-
puestal a través de esta vía participativa.

Un requerimiento central en esta preten-
sión de dotarnos de una fuente oficial sobre
el proceso participativo es contar con funcio-
narios y empleados que comprendan y se in-
teresen por llenar el aplicativo en forma
correcta y eficiente, cruzando fuentes y bajo
supervisión. Ojalá este aspecto sea abordado
en la oferta formativa del MEF y de otros or-
ganismos públicos o privados. También pue-
de ser tarea de los flamantes consejos de vigi-
lancia el control de calidad de la información
que presenta la autoridad regional para ser
colocado en el portal MEF y hacerlo, así, de
conocimiento público.

Nuestro análisis predominante descripti-
vo y la comparación con la sistematización
que efectuamos para el primer año del proce-
so, nos permiten afirmar que los procesos de
planeamiento y presupuesto participativo re-
gional, bajo responsabilidad de los gobiernos
regionales, registran en su segundo año algu-
nos progresos parciales. Hay un ligero avan-
ce en el número de agentes participantes, con
un mayor incremento de aquéllos provenien-
tes de la sociedad civil. En cuanto a esta últi-
ma también advertimos un cambio en la
composición de sus participantes, con una
creciente presencia de organizaciones de
agentes económicos —aunque las empresas
con mayores volúmenes de inversión toda-
vía no se involucran— y organizaciones ve-
cinales —aunque la representación de orga-
nizaciones tradicionalmente excluidas (cam-
pesinas, indígenas, mujeres y jóvenes, entre
otros) es aún irrelevante—.

Entre los agentes participantes que repre-
sentan al sector público, en este segundo año,

encontramos una sobrepresencia de los mu-
nicipios distritales. Esto puede estar expresan-
do lo poco claro que está resultando la nece-
saria compaginación de los procesos de
planeamiento y presupuesto participativo
entre las escalas distrital, provincial y regio-
nal. Este desorden resulta propicio para ejer-
cer presión sobre los recursos del gobierno
regional hacia inversiones de tipo local o co-
munal, distorsionado los ámbitos de impacto
que a cada instancia de gobierno le corres-
ponde absolver.

La conformación de equipos técnicos re-
gionales se ha generalizado en todo el país,
aunque todavía varios gobiernos regionales
tienen reparos para convocar a representan-
tes calificados provenientes de la sociedad ci-
vil. Lo mismo ocurre con los consejos de vigi-
lancia: en varias regiones no se han constitui-
do, a pesar de que en la norma —en el primer
año, y más aún en el segundo— están expre-
samente indicados.

Todavía las autoridades regionales y pro-
vinciales, como los distintos segmentos agru-
pados en la ensanchada noción de sociedad
civil, tienen mucho por comprender y conocer
de los atributos y oportunidades que abre este
proceso participativo para mejorar la gestión
pública del territorio y la calidad de los esca-
sos recursos fiscales, para recoger la aspiracio-
nes más sentidas de la población y propiciar el
mayor aprovechamiento de las capacidades
humanas y sociales de cada región.

La historia de nuestra descentralización
se viene escribiendo en las regiones y las loca-
lidades del país. Contraviniendo nuestro pe-
sado lastre centralista, su realización no de-
penderá del gobierno nacional asentado en
la capital y colapsado por sus propios yerros
y medianías. Los gobiernos regionales, los
municipios locales, los grupos empresariales,
los partidos políticos nacionales y regionales,
las organizaciones sociales y las instituciones
privadas de las regiones y las localidades tie-
nen en sus manos la posibilidad de construir
horizontes compartidos de futuro para sus
territorios y establecer las alianzas y volunta-
des que fortalezcan nuestras muy valiosas
potencialidades y la sostengan en el tiempo.
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